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SÍNTESIS 

 

**********, promovió demanda de amparo indirecto en contra del “Decreto por el que 

se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Fiscal de la 

Ciudad de México” (CFCDMX), para el ejercicio fiscal 2022, publicado en la Gaceta 

oficial de la Ciudad de México el treinta de diciembre de dos mil veintiuno, 

específicamente por lo que hace al artículo 307 TER que regula el aprovechamiento 

por el uso y explotación de la infraestructura de la CDMX. El juez del conocimiento 

concedió el amparo, pues determinó que la naturaleza jurídica del ingreso público 

era la de un derecho y no la de un aprovechamiento. Inconforme con tal 

determinación, la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México (CDMX), interpuso 

recurso de revisión. En ese sentido, corresponde a esta Suprema Corte de Justicia 

de la Nación (SCJN), determinar la naturaleza jurídica del ingreso establecido en el 

artículo en cita y a partir de ello, si es constitucional o no.  
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Ciudad de México. Esta Suprema Corte de Justicia de la Nación en sesión 

correspondiente al ******* de ******* de dos mil veinticinco, emite la siguiente: 

 

SENTENCIA 

 

Mediante la cual se resuelve el recurso de revisión 681/2022, interpuesto por                                                                                                                

la Jefatura de Gobierno de la Ciudad de México, contra la sentencia de treinta 

de agosto de dos mil veintidós, que dicto el Juez Primero de Distrito en Materia 

Administrativa en la Ciudad de México, en el juicio de amparo indirecto **********. 

 

El problema jurídico para resolver consiste en determinar si fueron acertadas las 

consideraciones del juez del conocimiento en la sentencia recurrida, por las que 

concedió el amparo en con en contra del artículo 307 TER del CFCDMX, al estimar 

que establece un derecho y no un aprovechamiento. 

 

ANTECEDENTES 

 

1. Hechos que antecedieron la demanda de amparo. De las constancias que obran 

en el expediente del juicio de amparo indirecto ********** del índice del Juzgado 

Primero de Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México (CDMX), se 

desprenden los antecedentes siguientes: 

 

• ********** es una persona moral, constituida conforme a las leyes mexicanas, 

cuyo objeto social es, entre otros, la realización de actividades conexas, en 

México y en el extranjero, relacionadas con la operación y administración de 

aplicaciones y plataformas informáticas desarrolladas por, y propiedad de la 

sociedad o de terceros, para la intermediación, el control, programación y/o 

geolocalización en dispositivos fijos o móviles, a través de las cuales se 

permite a los usuarios de dichas aplicaciones y plataformas informáticas, 

tener servicio de entrega de alimentos, bebidas y cualesquiera otros tipos de 

bienes.  

 

• El treinta de diciembre de dos mil veintiuno se publicó en la Gaceta Oficial de 

la CDMX el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas 

disposiciones del CFCDMX, en particular, el artículo 307 TER.  
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• La quejosa manifestó que, con la publicación del citado decreto, se vio 

obligada al cumplimiento de lo establecido en dicho numeral, dado su objeto 

social. 

 

• Señaló que el diez de febrero de dos mil veintidós realizó el primer pago en 

aplicación del artículo 307 TER del CFCDMX que establece el 

aprovechamiento por el uso y explotación de la infraestructura de la CDMX. 

 

2. Juicio de amparo indirecto. Mediante escrito presentado el once de febrero de 

dos mil veintidós, en la Oficina de Correspondencia Común de los Juzgados de 

Distrito en Materia Administrativa, en la CDMX, la quejosa, por conducto de su 

representante legal, promovió demanda de amparo contra las autoridades y actos 

siguientes: 

 
IV. AUTORIDADES RESPONSABLES. 

a) El H. Congreso de la Ciudad de México.  

b) La C. Jefa de Gobierno de la Ciudad de México. 

c) La Secretaría de Administración y Finanzas de la Ciudad de México. 

 

V. NORMA GENERAL, ACTO U OMISIÓN QUE DE CADA AUTORIDAD SE 

RECLAMA. 

 

a) Del H. Congreso Constitucional de la Ciudad de México, se reclama lo siguiente: 

 

i) La discusión, aprobación y expedición del “Decreto por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Fiscal de la Ciudad de 

México”, para el Ejercicio Fiscal 2022, publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México el 30 de diciembre de 2021, específicamente por lo que hace al artículo 

307 TER que regula el aprovechamiento por el uso y explotación de la infraestructura 

de la Ciudad de México.  

 

El Decreto legislativo de referencia dio origen a las disposiciones legales que regulan 

el aprovechamiento por el uso y explotación de la infraestructura de la Ciudad de 

México, mismas que se reproducen a continuación: 

 

(…) 

 

b) De la C. Jefa de Gobierno de la Ciudad de México se reclama:  

 

i) La promulgación y orden de expedición del “Decreto por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones del Código Fiscal de la Ciudad de 

México” publicado en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el 30 de diciembre 

de 2021, en los términos detallados en el inciso a) anterior.  

 

c) De la C. Secretaría de Administración y Finanzas de la Ciudad de México, se 

reclama:  

 

i) El cobro del aprovechamiento por el uso y explotación de la infraestructura de la 

Ciudad de México, de conformidad con lo establecido en el artículo 307 TER del 

Código Fiscal de la Ciudad de México. 

(…) 

 

3. La quejosa señaló como derechos violados los contenidos en los artículos 1, 5, 6, 

11, 14, 16, 25, 26, 28, 31, fracción IV, 73, fracción XVII, 124 y 133, de la CPEUM, 

narró los antecedentes de los actos reclamados e hizo valer los conceptos de 

violación que consideró pertinentes. 

 

4. Por acuerdo de quince de febrero de dos mil veintidós se ordenó registrar la 

demanda con el número **********, se admitió a trámite, se requirió a las autoridades 
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responsables sus informes justificados y se señaló 

fecha para la celebración de la audiencia constitucional. 

 
5. Una vez sustanciado el juicio en todas sus etapas, 

el 31 de agosto de dos mil veintidós, se dictó la 

sentencia respectiva en la que se determinó sobreseer 

en el juicio de amparo, respecto de los actos 

atribuidos a la Secretaría de Administración y Finanzas de la CDMX y conceder el 

amparo a la quejosa para el efecto de que el artículo 307 TER del CFCDMX se le 

desincorporara de su esfera jurídica y no se le aplicara en el futuro hasta en tanto 

no sea reformado, consecuentemente, la Secretaría de Administración y Finanzas 

de la CDMX deberá devolver a la quejosa las cantidades que haya erogado en 

cumplimiento del precepto reclamado, incluyendo las actualizaciones 

correspondientes. 

 

6. Recurso de revisión. Inconforme con la sentencia anterior, la Jefatura de Gobierno 

de la CDMX interpuso recurso de revisión, del que correspondió conocer al Séptimo 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que por 

acuerdo de cinco de octubre de dos mil veintidós registró el expediente respectivo 

con el número R.A ********** y lo admitió a trámite. En síntesis, hizo valer los 

siguientes agravios: 

 

• Que es incorrecta la determinación respecto de que lo previsto en la norma 

combatida es un derecho, porque en realidad se trata de un aprovechamiento 

y al ser un ingreso no tributario, no se rige bajo los principios de justicia 

tributaria y que en su caso, no se hizo razonamiento que sustente la 

conclusión del por qué la norma combatida no tiene la naturaleza de un 

aprovechamiento. 

 

• Que  la disposición legal está diseñada para regular modelos de negocios 

novedosos que generan ganancias exponenciales, que  no solicitan permisos 

o autorización alguna, por ello resulta valido que se le establezca un 

aprovechamiento que permita atenuar la desventaja generada por las 

plataformas digitales, cuyo modelo de negocio, de “estructura flexible” genera 

vínculos triangulares que permiten el uso de infraestructura y elementos 

humanos para modificar sustancialmente el modelo de organización 

tradicional.  

 

• Que indebidamente se reconfiguró la naturaleza jurídica prevista por el 

artículo que se impugna, por lo cual, la sentencia recurrida carece de 

congruencia, fundamentación y motivación. 

 

• Que en los AR 252/2015, AR 707/2015, AR 1182/2015 y AR 1339/2015, 

(resueltos por la SCJN), se determinó que en el caso de los derechos no se 

mide la capacidad contributiva de los gobernados, ya que la causa 

generadora reside en la recepción de un beneficio concreto en favor de 

ciertas personas. Además, establece que la definición de derechos implica 

que se trata de una contraprestación por el uso o aprovechamiento de los 

bienes de dominio público de la CDMX y, en el presente caso, no se trata de 

una contraprestación, sino de un ingreso no tributario, ya que no se mide la 

capacidad contributiva de los gobernados, ni la recepción de un beneficio 
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concreto en favor de ciertas personas. 

 

• Que este precepto surge con la intención de regular ingresos no tributarios 

para que las plataformas aporten a la HPCDMX, por el desgaste causado a 

la infraestructura y sus vías, al advertir una necesidad de mantener y 

fortalecer las condiciones de infraestructura de la cuidad ante el uso por parte 

de las plataformas y su operación como intermediarios. 

 

• Que el Juzgador parte de una premisa incorrecta al considerar que el 

contenido de la fracción III del artículo 9 del CFCDMX es igual que el del 

artículo 10 del mismo Código, no obstante que las definiciones difieren en su 

totalidad porque los aprovechamientos previstos en el artículo 10 contemplan 

los ingresos que perciba la CDMX por funciones de derecho público y por el 

uso, aprovechamiento o explotación de bienes de dominio del dominio 

público, distintos de la contribuciones, que se refieren a contraprestaciones. 

 

• Que la norma combatida prevé un aprovechamiento, el cual es un ingreso 

no tributario y que no se rige por los principios tributarios, de ahí que no pueda 

considerarse que el artículo impugnado transgrede los principios de 

legalidad, proporcionalidad y equidad tributaria. 

 
7. Por su parte, la quejosa interpuso recurso de revisión por escrito presentado 

electrónicamente el veinte de septiembre de dos mil veintidós, el cual se tramitó por 

separado ante el mismo tribunal colegiado bajo el número R.A. **********. 

 

8. Revisión adhesiva. Por escrito presentado el siete de noviembre de dos mil 

veintidós, la quejosa interpuso recurso de revisión adhesivo y, por auto de diez 

siguiente, se tuvo por interpuesto. 

 
9. Solicitud de reasunción de competencia (**********). Por oficio registrado en la 

Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de la SCJN, la Ministra Yasmín 

Esquivel Mossa formuló solicitud de reasunción de competencia para conocer de 

los amparos en revisión ********** y **********, del índice del Séptimo Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 

 
10. Reasunción de competencia. En sesión privada de veintitrés de noviembre de dos 

mil veintidós, las Ministras y Ministros integrantes de la entonces Segunda Sala de 

la SCJN acordaron reasumir la competencia de los amparos en revisión ********** y 

**********, del índice del Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 

Primer Circuito, interpuesto por la autoridad responsable en contra de la sentencia 

de treinta y uno de agosto de dos mil veintidós, dictada por el Juzgado Primero de 

Distrito en Materia Administrativa en la Ciudad de México, en el juicio de amparo 

**********. 

 
11. Competencia originaria de esta SCJN. Mediante acuerdo de cuatro de enero de 

dos mil veintitrés, la Presidenta de la SCJN tuvo por recibidas las constancias el 

trece de diciembre de dos mil veintidós en la Oficina de Certificación Judicial y 

Correspondencia de este Tribunal Constitucional, registró el toca con el número 

681/2022 y asumió su competencia originaria para conocer del recurso de revisión 

que se hizo valer. 

 
12. Avocamiento. La entonces Segunda Sala de la SCJN se avocó al conocimiento del 

asunto por acuerdo de veintiuno de febrero de dos mil veintitrés dictado por el 
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Presidente de la misma, quien además determinó se 

remitieran los autos a la ponencia del Ministro Luis 

María Aguilar Morales. 

 
13. Impedimento. Mediante escrito presentado el 

veintitrés de septiembre de dos mil veinticuatro en la 

Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia de 

esta SCJN, la quejosa solicitó que la Ministra Lenia Batres Guadarrama se declarara 

impedida para conocer del amparo en revisión 681/2022. Mediante acuerdo de 

veintitrés de septiembre de dos mil veinticuatro, la Ministra Presidenta de la SCJN, 

ordenó el registro del impedimento 27/2024 y el treinta de octubre de dos mil 

veinticuatro se resolvió como no legal el impedimento planteado. 

 
14. Returno. Mediante acuerdo de cinco de diciembre siguiente el Ministro Alberto 

Pérez Dayán, entonces Presidente de la entonces Segunda Sala de la SCJN ordenó 

el returno del expediente relativo a la ponencia de su adscripción debido a la 

ausencia definitiva del Ministro Luis María Aguilar Morales. 

 
15. En virtud de que en sesión ordinaria de doce de mayo de dos mil veinticinco, el 

proyecto presentado por el Ministro Alberto Pérez Dayán fue desechado, por 

acuerdo de la misma fecha, el Ministro presidente de la entonces Segunda Sala de 

la SCJN ordenó returnar el presente asunto a la ponencia de la Ministra Lenia Batres 

Guadarrama. 

 

I. COMPETENCIA 

 

16. Este Tribunal Pleno de la SCJN es competente para conocer del presente amparo 

en revisión, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción VIII, inciso 

a),1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM);2 y 83,3 

de la Ley de Amparo y 16, fracción IV4 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación (LOPJF); toda vez que se interpone en contra de una sentencia dictada 

por un juez de distrito en un juicio de amparo indirecto en el que se planteó la 

inconstitucionalidad del artículo 307 TER del CFCDMX. 

 

 

II. OPORTUNIDAD 

 

17. Los recursos de revisión principal y adhesiva se interpusieron de manera oportuna, 

 
1 Artículo 107. Las controversias de que habla el artículo 103 de esta Constitución, con excepción de aquellas en materia 
electoral, se sujetarán a los procedimientos que determine la ley reglamentaria, de acuerdo con las bases siguientes: 
(…) 
VIII. Contra las sentencias que pronuncien en amparo las Juezas y los Jueces de Distrito o los Tribunales Colegiados de 
Apelación procede revisión. De ella conocerá la Suprema Corte de Justicia: 
a) Cuando habiéndose impugnado en la demanda de amparo normas generales por estimarlas directamente violatorias de 
esta Constitución, subsista en el recurso el problema de constitucionalidad. 
2 Artículo 81. Procede el recurso de revisión:  
I. En amparo indirecto, en contra de las resoluciones siguientes:  
a) Las que concedan o nieguen la suspensión definitiva; en su caso, deberán impugnarse los acuerdos pronunciados en la 
audiencia incidental 
3 Artículo 83. Es competente la Suprema Corte de Justicia de la Nación para conocer del recurso de revisión contra las 
sentencias dictadas en la audiencia constitucional, cuando habiéndose impugnado normas generales por estimarlas 
inconstitucionales, o cuando en la sentencia se establezca la interpretación directa de un precepto de la Constitución y 
subsista en el recurso el problema de constitucionalidad. (…) 
4 Artículo 16. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá: (…) 
IV. Del recurso de revisión en amparo directo, en contra de las sentencias que resuelvan sobre la constitucionalidad de normas 
generales, establezcan la interpretación directa de un precepto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
u omitan decidir sobre tales cuestiones cuando hubieren sido planteadas, siempre que a juicio de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación el asunto revista un interés excepcional en materia constitucional o de derechos humanos. La materia del recurso 
se limitará a la decisión de las cuestiones propiamente constitucionales, sin poder comprender otras; 
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en virtud de que la sentencia recurrida se notificó por oficio a la autoridad 

responsable el dos de septiembre de dos mil veintidós, por lo que dicha notificación 

surtió efectos el mismo día. Por lo tanto, el plazo establecido en el artículo 86 de la 

Ley de Amparo para la interposición del recurso de revisión transcurrió del lunes 

cinco al miércoles veintiuno de septiembre de dos mil veintidós, descontándose los 

días sábado diez, domingo once, miércoles catorce, jueves quince, viernes 

dieciséis, sábado diecisiete y domingo dieciocho, por ser inhábiles conforme al 

artículo 19 de la Ley de Amparo, en relación con la Circular 5/2022 del Pleno del 

CJF de treinta de marzo de dos mil veintidós. Por lo tanto, si el recurso de revisión 

se presentó electrónicamente, el veintiuno de septiembre de dos mil veintidós se 

concluye que su interposición fue oportuna.  

 

18. Por otra parte, el acuerdo por el que la Ministra Presidenta admitió el recurso de 

revisión principal se notificó a la quejosa personalmente el veintiséis de octubre de 

dos mil veintidós y surtió sus efectos el jueves veintisiete siguiente, por lo que el 

plazo de cinco días previsto en el artículo 82 de la Ley de Amparo para adherirse 

transcurrió del viernes veintiocho de octubre al martes ocho de noviembre del año 

en cita, descontándose los días sábado veintinueve, domingo treinta, lunes treinta 

y uno de octubre, así como martes uno, miércoles dos, sábado cinco y domingo seis 

de noviembre de dos mil veintidós, por ser inhábiles conforme al artículo 19 de la 

Ley de Amparo, en relación con la Circular 5/2022 de treinta de marzo de dos mil 

veintidós, emitida por el Pleno del CJF. Por lo tanto, si el recurso de revisión se 

presentó electrónicamente el cinco de noviembre de dos mil veintidós se concluye 

que tal interposición se realizó oportunamente. 

 
III. LEGITIMACIÓN 

 

19. Los recursos de revisión principal y adhesiva se interpusieron por parte legitimada, 

ya que la Subdirectora de Juicios de Amparo de Ingresos Locales, quien firma el 

recurso en suplencia y por ausencia de la Subprocuradora de lo Contencioso, 

ambas de la Procuraduría Fiscal de la CDMX, esta última en representación de la 

Jefatura de Gobierno de la CDMX, está facultada para interponerlo a nombre de 

aquella autoridad, al habérsele reconocido el carácter correspondiente en el juicio 

de amparo **********, en proveído de veinticinco de febrero de dos mil veintidós.  

 

20. Por otra parte, el representante de la parte quejosa se encuentra legitimado para 

interponer el recurso de revisión adhesiva al habérsele reconocido el carácter 

correspondiente en el juicio de amparo indirecto de origen, en proveído de quince 

de febrero de dos mil veintidós. 

 
IV. ANÁLISIS DE DEL SOBRESEIMIENTO 

 

21. En el presente apartado, se analizará el agravio formulado por la recurrente 

adhesiva en que alude que el Secretario de Administración y Finanzas es la 

autoridad encargada de recaudar, cobrar y administrar las contribuciones, 

aprovechamientos y demás ingresos de la CDMX, de conformidad con lo dispuesto 

en el artículo 27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública de la CDMX y el 

juzgador de amparo no advirtió tal autoridad fue llamada a juicio como ejecutora. 

 

22. Alega la recurrente adherente que ante la eventual concesión de amparo dicha 

autoridad sería responsable en dar cumplimiento a la ejecutoria, por lo que se 

considera que el juez de distrito no debió sobreseer en el juicio respecto los actos 

reclamados a dicha responsable.  
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23. El agravio sintetizado es, por una parte, 

infundado y, por otra, inoperante. 

 
24. En primer término, la adherente parte de la base 

de que la autoliquidación de un tributo resulta en el 

ejercicio de n las facultades que la autoridad fiscal tiene 

para recaudarlo, cuando esto no resulta así, pues cuando un impuesto o una 

contribución se autoliquida, es el propio gobernado que está aplicando a su esfera 

de derechos la porción normativa, sin que la autoridad supuestamente ejecutora 

intervenga de manera alguna, por lo que no ejecuta un acto que incida en esa 

esfera. 

 
25. La Segunda Sala se pronunció en relación con este tema en la jurisprudencia 2a./J. 

153/2007,5 en dicho criterio sostuvo que un acto de autoridad no deriva de la 

conducta del gobernado frente a un mandato legal, sino de la actuación de la propia 

autoridad. En consecuencia, el hecho de que la empresa quejosa haya presentado 

una declaración de pago de un impuesto demuestra que el propio gobernado 

autoaplicó la ley que ahora pretende combatir, lo que no conduce a actualizar alguna 

actividad de la autoridad supuestamente ejecutora.  

 
26. En consecuencia, es infundado lo que afirma a parte quejosa, ahora recurrente 

adhesiva, en su argumento, pues lo cierto es que no puede ni debe desconocerse 

que la norma es de carácter autoaplicativo, por lo que no requiere un acto de 

aplicación por parte de la autoridad para que la hipótesis normativa se actualice en 

la esfera de derechos del gobernado. 

 
27. Por otra parte, es inoperante la porción del agravio en que se aduce que esta SCJN 

ha reconocido que debe llamarse a juicio a la autoridad fiscal cuando tenga la 

facultad de recaudar contribuciones, tal como sostiene la jurisprudencia 2a./J. 

11/2008. 

 
28. Tal criterio no es aplicable pues abordó una problemática distinta al caso aquí 

planteado (suplencia de la queja deficiente, prevista en el artículo 76 Bis, fracción I, 

de la Ley de Amparo, en autoliquidaciones en materia de impuesto predial en la que 

se aplicaron normas declaradas inconstitucionales por jurisprudencia de la SCJN). 

 
29. Tampoco asiste razón a la recurrente adherente en cuanto a que, en una eventual 

concesión de amparo, la Secretaría aludida sería responsable del cumplimiento del 

fallo protector, pues en apariencia, confunde el cumplimiento de una sentencia de 

amparo, con la legitimación que tiene la autoridad ejecutora para interponer el 

recurso de revisión en contra de los efectos de dicha sentencia, ya que, en todo 

caso de que tuviese obligaciones en materia de cumplimiento del fallo amparador, 

se le puede vincular al cumplimiento, sin que sea necesario que acuda al presente 

juicio como autoridad responsable. 

 

30. Al respecto es ilustrativa la jurisprudencia 1a./J. 57/2007.6 

 
5 Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVI, agosto de 2007, página 367, de rubro: AMPARO 
CONTRA LEYES. LA AUTOLIQUIDACIÓN DE UNA CONTRIBUCIÓN NO ES UN ACTO IMPUTABLE A LAS AUTORIDADES 
EJECUTORAS, AUNQUE SÍ CONSTITUYE UN ACTO DE APLICACIÓN DE LA LEY A PARTIR DEL CUAL EMPIEZA A 
CORRER EL PLAZO PARA PROMOVER EL AMPARO. 
6 Novena Época, Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXV, mayo de 2007, página 144, de rubro: 
AUTORIDADES NO SEÑALADAS COMO RESPONSABLES. ESTÁN OBLIGADAS A REALIZAR LOS ACTOS NECESARIOS 
PARA EL EFICAZ CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO. 
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31. Al no existir mayores agravios en que se hagan valer causales de improcedencia, 

se procede al estudio de los agravios planteados. 

 
VI. ESTUDIO DE LOS AGRAVIOS 

 

32. En uno de los agravios, la autoridad recurrente alega que, contrario a lo que señala 

el Juez de Distrito, la contribución en análisis, no se trata de un derecho sino de un 

aprovechamiento. 

 

33. Argumento que resulta esencialmente fundado para lograr la revocación del fallo 

que se combate. 

 

34. Esta SCJN debe analizar la naturaleza jurídica de la contraprestación prevista en el 

artículo 307 TER del CFCDMX reclamado, partiendo de la base de que, en la 

sentencia recurrida, el juez del conocimiento determinó que constituye un derecho, 

mientras que, como se sintetizó en los agravios, la Jefatura de Gobierno de la CDMX 

sostiene que es un aprovechamiento, tal como el Congreso local lo legisló.  

 

35. Esta facultad de definir la naturaleza jurídica de las contribuciones que se 

establecen en las leyes, no se traduce en una invasión de esferas competenciales, 

sino que es una facultad constitucional de esta SCJN, como tribunal de control de 

la constitucionalidad de las normas del orden jurídico mexicano, con el único 

propósito de poder llevar a cabo un escrutinio constitucional del gravamen 

cuestionado, a partir de su verdadera naturaleza jurídica, y determinar si es acorde 

o no con los postulados de la CPEUM. Lo anterior encuentra sustento en la 

jurisprudencia 2a./J. 19/20037. 

 

36. Precisado lo anterior, es necesario atender al contenido de los artículos 9 y 10 del 

CFCDMX que establecen cuáles son los ingresos que, conforme a ese 

ordenamiento legal, se denominan contribuciones y cuáles aprovechamientos. 

 
Artículo 9. Las contribuciones establecidas en este Código se clasifican en: 

 

I. Impuestos. Son los que deben pagar las personas físicas y morales, que se 

encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista en este Código, y que sean 

distintas a las señaladas en las fracciones II y III de este artículo; 

 

II. Contribuciones de mejoras. Son aquéllas a cargo de personas físicas o morales, 

privadas o públicas, cuyos inmuebles se beneficien directamente por la realización 

de obras públicas, y 

 

III. Derechos. Son las contraprestaciones por el uso o aprovechamiento de los bienes 

del dominio público de la Ciudad de México, con excepción de las concesiones o los 

permisos, así como por recibir los servicios que presta la Entidad en sus funciones 

de derecho público, excepto cuando se presten por organismos descentralizados u 

órganos desconcentrados cuando, en este último caso, se trate de 

contraprestaciones que no se encuentren previstas como tales en este Código. 

 

Artículo 10. Son aprovechamientos los ingresos que perciba la Ciudad de México 

por funciones de derecho público y por el uso, aprovechamiento o explotación de 

bienes del dominio público distintos de las contribuciones, de los ingresos derivados 

 
7 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVII, marzo de 2003, página 301, 
registro digital 184633. 
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de financiamiento, y de los que obtengan las empresas de 

participación estatal y los organismos descentralizados, salvo que 

en este último supuesto se encuentren previstos como tales en 

este Código. Así también, se consideran aprovechamientos, los 

derivados de responsabilidad resarcitoria, entendiéndose por tal la 

obligación a cargo de los servidores públicos, proveedores, 

contratistas, contribuyentes y en general, a los particulares de 

indemnizar a la Hacienda Pública de la Ciudad de México, cuando 

en virtud de las irregularidades en que incurran, sea por actos u omisiones, resulte 

un daño o perjuicio estimable en dinero, en los términos del artículo 454 de este 

Código. 

 

37. Los preceptos transcritos señalan cuáles son los tipos de contribuciones, 

contemplando: impuestos, contribuciones de mejoras y derechos. De igual manera, 

define los aprovechamientos, los cuales no contempla como contribuciones. 

 

38. Define que los impuestos como las contribuciones que deben pagar las personas 

físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho, prevista en 

la ley, siempre que sean distintos de las contribuciones de mejoras y de los 

derechos. 

 

39. A las contribuciones de mejoras las señala como las que se encuentran a cargo de 

personas físicas o morales, privadas o públicas, cuyos inmuebles se beneficien 

directamente por la realización de obras públicas. 

 

40. Finalmente los derechos los define como contraprestaciones por el uso o 

aprovechamiento de los bienes del dominio público de la CDMX, con excepción de 

las concesiones o los permisos, así como por recibir los servicios que presta la 

entidad en sus funciones de derecho público, excepto cuando se presten por 

organismos descentralizados u órganos desconcentrados cuando, en este último 

caso, se trate de contraprestaciones que no se encuentren previstas como tales en 

dicho ordenamiento. 

 

41. Finalmente, a diferencia de los tipos de contribuciones mencionadas, la legislación 

no proporciona una definición general que englobe a todos los aprovechamientos, 

sino que ejemplifica cuáles son los ingresos que se consideran aprovechamientos, 

siendo los siguientes: 

 

• Los ingresos que perciba la CDMX por funciones de derecho público. 

 

• Los ingresos por el uso, aprovechamiento o explotación de bienes del 

dominio público distintos de las contribuciones. 

 

• Los ingresos derivados de financiamiento. 

 

• Los ingresos que obtengan las empresas de participación estatal y los 

organismos descentralizados, a excepción de que en este último caso se 

encuentren previstos como tales en el mismo ordenamiento. 

 

• Los derivados de la responsabilidad resarcitoria y especifica que debe 

entenderse como tal, la obligación a cargo de los servidores públicos, 

proveedores, contratistas, contribuyentes y, en general, de los particulares 
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de indemnizar a la Hacienda Pública de la CDMX, cuando en virtud de las 

irregularidades en que incurran, sea por actos u omisiones, resulte un daño 

o perjuicio estimable en dinero, en los términos del artículo 454 del mismo 

ordenamiento legal. 

 

42. De lo anterior, se puede observar que los preceptos analizados en el CFCDMX solo 

definen cuáles son las contribuciones y ejemplifica los aprovechamientos, pero no 

establece la naturaleza y elementos intrínsecos de cada uno, con el fin de poder 

conocer sus características respectivas y, así, analizar la problemática propuesta; 

por ello, es necesario hacer referencia a algunas de las determinaciones que, sobre 

el tema, ha sostenido la entonces Segunda Sala de la SCJN. 

 

43. Al resolver el amparo directo en revisión 3504/2014,8 la entonces Segunda Sala 

destacó que los ingresos que se rigen por los principios tributarios son los que se 

reciben por concepto de impuestos, aportaciones de seguridad social, 

contribuciones de mejoras, derechos y los accesorios de las contribuciones, y dentro 

de los ingresos no tributarios, se encuentran la mayoría de los aprovechamientos, 

esto es: a) los ingresos que obtiene el Estado como contraprestaciones por los 

servicios que otorga y que correspondan a sus funciones de derecho público; b) los 

que se derivan del uso, aprovechamiento o enajenación de los bienes de dominio 

público privado, denominados productos; c) los que obtienen los organismos 

descentralizados y las empresas de participación estatal; y d) aquellos que no 

obstante tengan su origen en actividades realizadas de acuerdo a sus funciones de 

derecho público, no derivan del poder de imperio, como son las participaciones, las 

regalías, indemnizaciones, multas, entre otros, lo que tiene su fundamento en los 

artículos 2 y 3 del Código Fiscal de la Federación (CFF). 

 

44. En la ejecutoria de la Segunda Sala, se señaló que los derechos son contribuciones 

establecidas en ley por el uso o aprovechamiento de los bienes del dominio público 

de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado en sus funciones 

de derecho público, mientras que los aprovechamientos son ingresos que percibe 

el Estado, cuya naturaleza es distinta a la de una contribución, esto es, ingresos no 

tributarios, los primeros previstos en leyes sujetas a los principios de legalidad, 

proporcionalidad, equidad tributaria y destino al gasto público; y, tratándose de 

aprovechamientos, el monto por la prestación de servicios y el uso o 

aprovechamiento de bienes de dominio público, respecto de los cuales no se haya 

fijado en la Ley Federal de Derechos el pago de un derecho, o que por cualquier 

causa legal no se paguen, son fijados por parte del Ejecutivo Federal, a través de la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), acorde a criterios de eficiencia 

económica y saneamiento financiero, y a diferencia de las contribuciones, algunos 

tienen origen en una concesión que el Estado otorga a los particulares. 

 

45. Por otra parte, al resolver el diverso amparo directo en revisión 1070/2000,9 la 

entonces Segunda Sala indicó que, en cuanto a los impuestos, el CFF no contempla 

una definición de ellos, sino que solo señala que son contribuciones diversas a las 

aportaciones de seguridad social, a las contribuciones de mejoras y a los derechos; 

sin embargo, destacó que los artículos 31, fracción IV, y 73, fracción VII, de la 

CPEUM revelan los rasgos de estas contribuciones, siendo los siguientes:  

 
8 En sesión de once de marzo de dos mil quince. Resuelto por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros: Juan N. 
Silva Meza, Margarita Beatriz Luna Ramos, José Fernando Franco González Salas, y Ministro Presidente Alberto Pérez 
Dayán. 
9 Resuelto el veintiséis de octubre del dos mil uno, por unanimidad de cuatro votos de los señores Ministros Mariano Azuela 
Güitrón, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Vicente Aguinaco Alemán y Presidente Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. 
Ausente el señor Ministro Juan Díaz Romero por licencia concedida por el Pleno de este Alto Tribunal. Fue Ponente el señor 
Ministro Mariano Azuela Güitrón. 
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• Que el tributo debe establecerse a través de una 

ley expedida por el Poder Legislativo, salvo los casos 

de decreto-ley y de decreto-delegado; 

 

• La prestación la fija unilateralmente el Estado y es 

obligatoria cuando el contribuyente coincida con la 

situación señalada como la que da nacimiento al crédito fiscal, esto es, que 

se encuentre en la situación jurídica o de hecho prevista en la norma; 

 

• El pago debe se proporcional y equitativo, es decir, los sujetos pasivos del 

impuesto deben contribuir al gasto público en función de su respectiva 

capacidad económica y todos deben recibir un tratamiento idéntico en lo 

concerniente a la hipótesis de causación; y, 

 

• El tributo se hace a favor del fisco ya que debe destinarse a cubrir el 

presupuesto de la administración pública, por lo que el Estado se constituye 

como sujeto activo y el contribuyente como sujeto pasivo. 

 

46. Por otra parte, por lo que hace a los derechos, el Pleno de la SCJN los definió en la 

jurisprudencia 41/96,10 de rubro: DERECHOS TRIBUTARIOS POR SERVICIOS. SU 

EVOLUCIÓN EN LA JURISPRUDENCIA, y a partir de lo anterior, destacó que sus 

características son las siguientes: 

 

• De igual forma que los impuestos deben estar previstos en la ley y ser 

proporcionales y equitativos. 

 

• El derecho se origina por la actividad estatal concreta y singular que 

despliega el Estado, ordinariamente provocada por un sujeto denominado 

destinatario o usuario. 

 

• El pago tiene su origen en el uso o aprovechamiento de los bienes del 

dominio público de la Nación o por la recepción de los servicios públicos que 

señale la ley. 

 

47. Respecto de las aportaciones de seguridad social han sido objeto de estudio por el 

Tribunal Pleno en los siguientes criterios, tesis aislada LXX/95, de rubro: 

APORTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL. PARA DETERMINAR SU 

PROPORCIONALIDAD DEBE ATENDERSE A SU NATURALEZA DE 

CONTRIBUCIÓN PECULIAR y en la jurisprudencia 18/95, intitulada: SEGURO 

SOCIAL, CUOTAS DEL. SON CONTRIBUCIONES Y SE RIGEN POR LOS 

PRINCIPIOS DE EQUIDAD Y PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIAS, de las que 

se obtenían los siguientes elementos: 

 

• Deben estar establecidas en la ley y ser proporcionales y equitativas. 

 

• Son contribuciones peculiares con sentido social sustentadas en la 

solidaridad. 

 

 
10 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación, Novena Época, página 17 del Tomo IV, julio de 1996. 
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• Son contribuciones por la clasificación formal que de ellas se hace en el 

Código Fiscal de la Federación y por la evolución legislativa del Instituto 

Mexicano del Seguro Social. 

 

• Los créditos a cargo de los obligados son determinados por el Instituto 

Mexicano del Seguro Social (IMSS) que es un organismo fiscal autónomo 

investido de facultades para hacerlo. 

 

• La actuación del referido instituto está sujeta a las limitaciones que 

corresponden en materia tributaria relativas a la proporcionalidad, equidad, 

legalidad y destino al gasto público. 

 

48. Respecto de las contribuciones de mejoras, la Segunda Sala con sustento en la 

tesis aislada CXXIX/97 y CXXVII/97 del Pleno del Alto Tribunal, de rubros:  

CONTRIBUCIONES DE MEJORAS. LAS QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 190, 

FRACCIÓN I, DEL CÓDIGO FINANCIERO DEL DISTRITO FEDERAL, POR LA 

DOTACIÓN DEL SERVICIO DE SUMINISTRO DE AGUA POTABLE Y DRENAJE 

A NUEVOS DEMANDANTES, TIENEN LA NATURALEZA DE DERECHOS 

(LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 1o. DE ENERO DE 1995), y 

CONTRIBUCIONES DE MEJORAS. LAS QUE ESTABLECE EL ARTÍCULO 53, 

FRACCIÓN I, DE LA LEY DE HACIENDA DEL DEPARTAMENTO DEL DISTRITO 

FEDERAL, POR LA DOTACIÓN DEL SERVICIO DE SUMINISTRO DE AGUA 

POTABLE Y DRENAJE A NUEVOS DEMANDANTES, TIENEN LA NATURALEZA 

DE DERECHOS (LEGISLACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 

1994), sostuvo que sus elementos son: 

 

• Deben estar contempladas en la ley y ser proporcionales y equitativas. 

 

• Es una contribución especial que se paga por el beneficio que recibe una 

persona determinada por una obra pública. 

 

• El beneficio consiste en el incremento del valor de los bienes del 

contribuyente, obteniendo una ventaja frente al resto de los habitantes. 

 

• La obra la debe prestar la administración centralizada. 

 

• El pago constituye una prestación obligatoria que surge cuando el Estado 

concluye la obra que proporciona el beneficio. 

 

49. Por otro lado, en relación con los aprovechamientos, la entonces Segunda Sala 

destacó que constituyen, en principio, todo ingreso percibido por el Estado en 

ejercicio de sus funciones de derecho público, sin comprender aquellos que deriven 

del financiamiento y los obtenidos por organismos descentralizados y empresas de 

participación estatal, así como los recargos, las sanciones, los gastos de ejecución 

y la indemnización a que se refiere el último párrafo del artículo 21 del CFF, cuya 

característica primordial es que se trata de un ingreso percibido por el Estado 

distinto de las contribuciones antes mencionadas. 

 

50. Finalmente, indicó que, si bien tanto los derechos como los aprovechamientos 

pueden derivar del uso o aprovechamiento de los bienes públicos, ciertamente, la 

nota que distingue a los aprovechamientos de los derechos es que estos 

últimos constituyen ingresos por los servicios que presta el Estado 
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directamente, mientras que los aprovechamientos 

son ingresos también por funciones de derecho 

público, pero que el Estado no los presta de manera 

directa. 

 

51. A partir de lo expuesto, se destaca que el ingreso 

previsto en el artículo 307 TER del CFCDMX no se 

relaciona con alguna contraprestación derivada de una obra pública en concreto o 

con aportaciones de seguridad social, por ello, no se podría clasificar como una 

contribución de mejora o aportaciones de seguridad social, por tal motivo, solo 

seguiremos en el análisis de los elementos de los impuestos, derechos y 

aprovechamientos. 

 

52. Sobre tales conceptos, la doctrina desarrollada sobre sus características es 

coincidente con las notas o elementos destacados que se mencionaron, para cada 

caso, en los párrafos que anteceden, como se muestra enseguida. En relación con 

los impuestos, el Diccionario Jurídico Mexicano11 los define como: 

 
(Del latín impositus, tributo, carga) El impuesto es la obligación coactiva y sin la 

contraprestación de efectuar una transmisión de valores económicos a favor del 

Estado, y de las entidades autorizadas jurídicamente para recibirlos, por un sujeto 

económico, con fundamento en una ley, siendo fijadas las condiciones de la 

prestación de forma autoritaria y unilateral por el sujeto activo de la obligación 

tributaria.   

 

53. En cuanto a los derechos el autor Sergio Francisco de la Garza12, en su obra 

Derecho Financiero Mexicano, los define como: 

 
“Uno de los criterios es el de hacer pagar a los que reciben un servicio en ocasión y 

como contraprestación de ese servicio. Esto es lo que ha dada lugar a un tributo que 

se llama tasa…A esta especie de tributo se le llama tradicionalmente en México 

“derecho” y en los países sudamericanos, España e Italia: tasa” 

 

“Servicios del Estado de carácter jurídico administrativo que éste presta en su 

calidad de órgano soberano.” 

 

54. Por otra parte, en el Diccionario Jurídico Mexicano13 define a los derechos como:  

 
“I. Son las contribuciones establecidas en ley por los servicios que presta el Estado 

en sus funciones de derecho público, así como por el uso o aprovechamiento de los 

bienes del dominio público de la nación. 

II. Los derechos, denominados también tasas en otras legislaciones nacionales, se 

perfilaron, a juicio de Seligman, como exacciones independientes desde las épocas 

del cameralismo y del clasificismo, y son para el autor referido una manifestación del 

poder fiscal del Estado. Algunas de las diferencias específicas con los impuestos 

son las siguientes: el impuesto es parte de una carga común, destinada a financiar 

genéricamente los gastos públicos, en tanto que el derecho es un pago por un 

servicio o por un privilegio específico; el impuesto no se establece en relación con el 

beneficio directo derivado para el contribuyente y, por el contrario, el derecho no 

debe exceder normalmente el beneficio apreciable al particular.” 

 

55. En diverso aspecto, por lo que hace a los aprovechamientos, el Diccionario Jurídico 

 
11 https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1170-diccionario-juridico-mexicano-t-iii-d 
12 DE LA GARZA, Francisco, Derecho Financiero Mexicano, Porrúa, México, 2ª. ed., 2003, págs. 328 y 329. 
13 https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1170-diccionario-juridico-mexicano-t-iii-d 
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Mexicano del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad Nacional 

Autónoma de México,14 aunque hace referencia al CFF, y señala que “son los 

ingresos que percibe el Estado por funciones de derecho público distintos de las 

contribuciones, de los ingresos derivados de los financiamientos y las empresas de 

participación estatal”, lo relevante es que tal legislación define a los 

aprovechamientos como ingresos distintos de las contribuciones, por lo que es 

importante determinar cuáles son éstas y que “la única nota distintiva de los 

aprovechamientos es que son ingresos que percibe el Estado por funciones de 

derecho público y que no estén clasificados en los conceptos antes señalados.” 

 

56. Establecidas las notas características de las contribuciones y de los 

aprovechamientos que desarrolló la entonces Segunda Sala, en los precedentes 

mencionados que, a su vez, están basados en los pronunciamientos que ha 

realizado sobre el tema el Pleno de esta SCJN, así como de su doctrina al respecto, 

en resumen, podemos señalar los siguientes puntos: 

 

57. Los impuestos tienen los siguientes atributos: a) son prestaciones públicas 

patrimoniales impuestas en ley por el Estado de forma unilateral y coactiva; b) el 

hecho imponible que actualiza la obligación de pago se constituye normalmente por 

el conjunto de negocios, actos o hechos de naturaleza jurídica o económica, que 

reflejan una disponibilidad económica real de los particulares, como consecuencia 

de la posesión de un patrimonio, la circulación de bienes o la adquisición de un 

ingreso; y, c) Los particulares no reciben un beneficio directo, o una prestación 

concreta por parte del Estado, ya que esos ingresos públicos se destinan a financiar 

los gastos públicos en general indeterminados, que no se puede individualizar en 

alguna acción concreta. 

 

58. Finalmente, los aprovechamientos son: a) los ingresos que recibe el Estado en 

ejercicio de sus funciones de derecho público, distinto de las contribuciones; y, b) 

surgen, entre otros, por el uso, aprovechamiento o explotación de bienes del 

dominio público; por los financiamientos y las empresas de participación estatal o 

derivados de la responsabilidad resarcitoria. 

 

59. Explicado lo anterior, es necesario informar el contenido del artículo 307 TER del 

CFCDMX reclamado:  

 
Artículo 307 TER. Las personas físicas o morales que realicen actividades de 

intermediación, promoción o de facilitación digital a través de la operación y/o 

administración de aplicaciones y/o plataformas informáticas de control, 

programación y/o geolocalización en dispositivos fijos o móviles, para la 

interconexión que permita a los usuarios contactar con terceros oferentes de bienes, 

para la entrega o recepción de paquetes alimentos, víveres o cualquier tipo de 

mercancía en territorio de la Ciudad de México, deberán pagar mensualmente por el 

uso y/o explotación de la infraestructura de la Ciudad de México, una cuota por 

concepto de Aprovechamiento. 

 

Este Aprovechamiento corresponde al 2%, antes de impuestos, sobre el total de las 

comisiones o tarifas que bajo cualquier denominación cobren por cada 

intermediación y/o promoción y/o facilitación señalados en el párrafo anterior, 

realizadas en la Ciudad de México. 

 

El Aprovechamiento a que se refiere este artículo es intransferible y no estará sujeto 

a traslación, ni deberá incluirse en el costo total a cargo del usuario, ni cobrarse a 

los terceros oferentes o a cualquier otro tercero que realice la entrega de paquetes, 

 
14 Tomo I A-B, consultado en https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1168-diccionario-juridico-mexicano-t-i-a-b 
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alimentos, víveres o cualquier tipo de mercancía. 

 

Entre los que no son sujetos de este Aprovechamiento, se 

encuentran las personas físicas y morales que sólo realicen la 

entrega de los productos, paquetería y/o mensajería, ni los 

terceros repartidores. Tampoco son sujetos de este 

Aprovechamiento las personas físicas y morales que directamente 

administren la oferta y entrega de los bienes que comercialicen. 

 

Los sujetos de este Aprovechamiento deberán manifestarlo y pagarlo en las formas 

y medios que establezca la Secretaría, a más tardar el día quince de cada mes, 

respecto del total de comisiones o tarifas a que se refiere el segundo párrafo, 

cobradas en el mes inmediato anterior. 

 

El Aprovechamiento previsto en el presente artículo, se podrá destinar de manera 

preferente al mantenimiento de la infraestructura de la Ciudad de México. 

 

60. En el precepto reclamado el legislador estableció un ingreso público que, en 

principio, denominó aprovechamiento, que surge como pago por el uso o 

explotación de la infraestructura de la CDMX, la cual indudablemente constituye un 

bien del dominio público de la CDMX, como se explicará más adelante, por parte de 

las personas físicas o morales que realicen actividades de intermediación, 

promoción o de facilitación digital a través de la operación o administración de 

aplicaciones y/o plataformas informáticas de control, programación o 

geolocalización en dispositivos fijos o móviles, para la interconexión que permita a 

los usuarios contactar con terceros oferentes de bienes, para la entrega o recepción 

de paquetes, alimentos, víveres o cualquier tipo de mercancía en territorio de la 

CDMX. 

 

61. Se prevé que el pago de ese ingreso corresponde al 2%, antes de impuestos, sobre 

el total de las comisiones o tarifas que, bajo cualquier denominación, cobren por 

cada intermediación y/o promoción y/o facilitación señalados en el párrafo anterior, 

realizadas en la CDMX, pago que es intransferible y no está sujeto a traslación, ni 

se debe incluir en el costo total a cargo del usuario, ni cobrarse a los terceros 

oferentes o a cualquier otro tercero que realice la entrega de paquetes, alimentos, 

víveres o cualquier tipo de mercancía. 

 

62. Finalmente, se señala que el aprovechamiento se podrá destinar de manera 

preferente al mantenimiento de la infraestructura de la CDMX. 

 

63. Ahora bien de la exposición de motivos que dio origen al precepto reclamado, se 

desprende lo siguiente: 

 
“(…) 

Se plantea la adición del artículo 307 TER, dado que la actual pandemia ocasionada 

por el virus SARS-CoV-2 (COVID-19), ha generado restricciones en la circulación de 

personas y mercancías en todo el mundo, con el objetivo de frenar la propagación 

del mencionado virus, máxime, considerando las mutaciones que se han presentado 

y han vuelto a poner en alerta a los sistemas de salud de todas las naciones. 

 

Dicha política de restricción ha provocado una aceleración vertiginosa en el 

crecimiento del comercio electrónico, entre ellos destaca el sector de la entrega de 

alimentos, mercancías o víveres. 

 

Lo anterior, presenta nuevos retos de gobernabilidad en materia fiscal, regulatoria y 

de movilidad, a fin de poder estar en condiciones para establecer políticas 
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impositivas que beneficien a los usuarios de dicha economía digital 

 

Es un hecho que el comercio electrónico ha reforzado la actividad económica global 

dado que se genera una reducción en los costos de las transacciones, a diferencia 

del comercio tradicional, lo cual produce una expansión del mercado que genera una 

riqueza adicional en la economía. Bajo este tenor, evidentemente el paradigma en 

el que se había desenvuelto la actividad económica ha cambiado. 

 

En este sentido, es claro que los nuevos modelos de negocio digital que actualmente 

han tenido un incremento en la Ciudad de México, deben contribuir a esta Entidad, 

misma que proporciona la infraestructura necesaria para el desarrollo de sus 

actividades, estableciéndose que con la captación de ingresos por concepto de este 

nuevo aprovechamiento, se refuerza una política impositiva tendiente a satisfacer 

las necesidades colectivas de los habitantes de la Ciudad de México. 

 

(…) 

 

De los preceptos legales antes señalados, se desprende que la infraestructura son 

los elementos y/o equipamientos con que cuenta la Ciudad, que tienen una finalidad 

de beneficio general. 

 

En ese orden, a fin de explicar la naturaleza jurídica del aprovechamiento que se 

pretende establecer, se cita la definición que el Código Fiscal de la Ciudad de México 

prevé en relación a los aprovechamientos: 

 

“ARTÍCULO 10. Son aprovechamientos los ingresos que perciba la Ciudad de 

México por funciones de derecho público y por el uso, aprovechamiento o 

explotación de bienes del dominio público distintos de las contribuciones, de los 

ingresos derivados de financiamiento, y de los que obtengan las empresas de 

participación estatal y los organismos descentralizados, salvo que en este último 

supuesto se encuentren previstos como tales en este Código. Así también, se 

consideran aprovechamientos, los derivados de responsabilidad resarcitoria, 

entendiéndose por tal la obligación a cargo de los servidores públicos, proveedores, 

contratistas, contribuyentes y en general, a los particulares de indemnizar a la 

Hacienda Pública de la Ciudad de México, cuando en virtud de las irregularidades 

en que incurran, sea por actos u omisiones, resulte un daño o perjuicio estimable en 

dinero, en los términos del artículo 454 de este Código.” 

 

De las consideraciones anteriormente vertidas, se justifica la adición del artículo 307 

TER al Código Fiscal de la Ciudad de México, en razón de que actualmente las 

personas físicas o morales que operan, utilizan y/o administran aplicaciones y 

plataformas informáticas para el control, programación y/o geolocalización en 

dispositivos fijos o móviles, han evolucionado ofertando la entrega de alimentos, 

paquetería, víveres o cualquier tipo de mercancía dentro de la Ciudad de México, y 

que para dicha prestación hacen uso, explotan y aprovechan la infraestructura 

capitalina (bienes de dominio público). 

 

Asimismo, no debe perderse de vista que la Ciudad de México goza de libertad en 

cuanto a su régimen interior, para que a través del Poder Legislativo se establezcan 

los aprovechamientos que se estimen necesarios por el uso de la infraestructura y 

los bienes de dominio público para las personas físicas o morales que operan, 

utilizan y/o administran aplicaciones y plataformas informáticas para el control, 

programación y/o geolocalización en dispositivos fijos o móviles, a través de las 

cuales los usuarios puedan contratar la entrega de alimentos, paquetería, víveres o 

cualquier tipo de mercancía con entrega en territorio de la Ciudad de México. 

(…)”. 

 

64. De la exposición de motivos se destaca que, a partir de las restricciones en el 

tránsito surgidas con motivo de la pandemia mundial por el virus, denominado SAR-

Cov-19, se provocó una aceleración en el crecimiento del comercio electrónico, 

principalmente en la adquisición o sector de compra y entrega de alimentos, 

mercancías y de víveres de todo tipo. 
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65. Con motivo de este nuevo modelo de negocios en 

que, si bien la compraventa de los diversos enceres que 

se comercializan se realiza vía electrónica, esto es, a 

través de las plataformas digitales creadas para tales 

efectos, lo relevante es que ese acto jurídico o negocio 

electrónico requiere de una ejecución material, como es 

la entrega física de la mercancía, para lo cual es indispensable el uso y 

aprovechamiento de la infraestructura de la CDMX. 

 
66. Por ello, ante el crecimiento exponencial de este tipo de negocio virtual y entrega 

física de las mercancías, evidentemente existió ya no solo un simple uso de los 

bienes de dominio público, como es infraestructura de la CDMX, sino que se 

convirtió en un verdadero aprovechamiento de ese bien, que, en principio, su 

mantenimiento y mejoramiento corresponde a la CDMX como ejercicio de sus 

funciones de derecho público. 

 
67. Por ello, el legislador justificó la adición del artículo 307 TER al CFCDMX, para que 

se cubra dicha prestación por el uso, explotación y aprovechamiento de la 

infraestructura capitalina por parte de las personas físicas o morales que operan, 

utilizan y/o administran aplicaciones y plataformas informáticas para el control, 

programación y/o geolocalización en dispositivos fijos o móviles, para la venta y 

entrega de alimentos, paquetería, víveres o cualquier tipo de mercancía dentro de 

la CDMX. 

 
68. Con apoyo en lo expuesto, esta SCJN determina que es indudable que lo que motivó 

al legislador para crear este ingreso fue el uso, aprovechamiento y explotación 

inminente a la infraestructura de la CDMX, a raíz del surgimiento y crecimiento 

exponencial de un modelo de negocios que surgió a partir de las restricciones y 

consecuencias de una emergencia sanitaria, como fue la pandemia del COVID-19, 

como es el comercio electrónico, particularmente, por parte de las personas físicas 

o morales que operan, utilizan y/o administran aplicaciones y plataformas 

informáticas para el control, programación y/o geolocalización en dispositivos fijos o 

móviles, para la venta y entrega física de alimentos, paquetería, víveres o cualquier 

tipo de mercancía dentro de la CDMX.  

 
69. Ante este fenómeno social-económico, es evidente que dicho ingreso público no fue 

creado con el exclusivo fin de gravar o afectar tributariamente, por sí mismo, una 

actividad económica o manifestación de riqueza específica, que es una de las 

principales características de los impuestos.   

 

70. Efectivamente, a raíz del crecimiento del comercio electrónico de todo tipo de bienes 

y enseres necesarios para la vida cotidiana, llevado a cabo por intermediarios, que 

necesariamente son entregados físicamente por parte de personas que se 

transportan en diversos medios de movilidad, como son vehículos, motocicletas, 

bicicletas, entre otros, por las múltiples vías públicas, se generó un exponencial 

aprovechamiento y explotación de un bien de dominio público, como es la 

infraestructura de la CDMX que, en términos de los artículos 9, fracciones XLIV y 

XLV,15 de la Ley de Movilidad de la Ciudad de México, y 9, fracción XIII, de la Ley 

 
15 Artículo 9.- Para aplicación, interpretación y efectos de la presente Ley, se entiende por: 
(…) 
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de Desarrollo Urbano de la Ciudad de México, se conforma por todo el conjunto 

inmobiliario de dominio público, así como los elementos de infraestructura con que 

cuentan las vialidades, vía pública, el suelo de uso común, las redes subterráneas 

de distribución que permiten el desplazamiento de personas y bienes, lo que, 

además, llevó a que el gobierno de la CDMX tuviera que realizar labores 

extraordinarias, en sus funciones de derecho público que corren a su cargo, como 

es dar mantenimiento y mejorar la infraestructura y vialidad en esta capital, así como 

generar las estrategias de movilidad para la confluencia de las personas, vehículos 

y transportes.   
 

71. Por ello, surgió la necesidad por parte del Congreso de la CDMX de crear ese 

ingreso público, cuya justificación es, precisamente, por ese aprovechamiento y 

explotación de la infraestructura y vialidades que logran conectar a los diversos 

territorios que conforman las alcaldías de esta capital, con el fin de aminorar y 

contrarrestar los impactos que se genera, día con día, con el aumento del parque 

vehicular y de todo tipo de transporte (motorizado y no) en las vialidades e 

infraestructura de la ciudad, a partir del crecimiento de este modelo de negocio que 

requiere de la entrega física de las mercancías; de ahí que, esa contraprestación 

establecida en la norma cuestionada, no puede tener los matices y elementos de un 

impuesto, ya que no es una prestación pública patrimonial impuesta en ley cuyo 

objetivo sea gravar un hecho de naturaleza jurídica o económica relevante y que 

refleje un beneficio o enriquecimiento directo del particular. 
 

72. De igual manera, tampoco tiene los elementos de un derecho por el uso o 

explotación de un bien o servicio público, ya que no involucra de manera directa la 

contraprestación por un determinado servicio por parte del Gobierno de la CDMX, 

ejecutado por un empleado público, o bien, el uso o aprovechamiento específico de 

determinado bien con un propósito particular. 
 

73. Es decir, no es posible clasificar el ingreso establecido en el artículo 307 TER del 

CFCDMX como un derecho, debido a que no se cubre a raíz de un servicio o uso 

de un bien específico en que intervengan propiamente y de manera necesaria para 

ello, una persona o empleado del gobierno, aunado a que esa obtención del ingreso 

sí se relaciona con una función de derecho público que, en principio, corre a cargo 

del Gobierno de la CDMX, como es dar mantenimiento y mejorar la infraestructura 

de la Ciudad que involucra las vialidades, calles, avenidas, semáforos, entre otros, 

que, se reitera, derivan de acuerdo a las funciones de derecho público, mas no del 

poder de imperio que caracterizan a las contribuciones. 

 

74. Por tanto, esta SCJN concluye que el ingreso establecido en el artículo cuestionado, 

a partir de los elementos que lo conforman, así como el fin que persigue, cumple 

con las notas distintivas de un aprovechamiento, como se explica enseguida. 

 

75. En primer lugar, constituye una función pública, que corresponde al Gobierno de la 

CDMX el cuidado, preservación, mantenimiento y mejoramiento de la infraestructura 

de esta capital, que involucra tanto al conjunto inmobiliario de dominio público, como 

a los elementos de infraestructura con que cuentan las vialidades, vía pública, el 

 
XLIV. Infraestructura: Conjunto de elementos con que cuenta la vialidad que tienen una finalidad de beneficio general, y 
que permiten su mejor funcionamiento e imagen urbana. 
XLV. Infraestructura para la movilidad: Infraestructura especial que permite el desplazamiento de personas y bienes, así 
como el funcionamiento de los sistemas de transporte público; 
(…) 
Artículo 3. Para los efectos de esta ley, se entiende por: 
(…) 
XIII. Infraestructura urbana: La distribución y orden de las partes del conjunto inmobiliario del dominio público del Distrito 
Federal, subyacente al equipamiento urbano existente o por establecerse, que comprende la vía pública, el suelo de uso 
común, las redes subterráneas de distribución de bienes y servicios, así como los demás bienes inmuebles análogos; 
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suelo de uso común, las redes subterráneas de 

distribución, entre otros, que permiten el 

desplazamiento de personas y bienes. 

 

76. Dichas acciones, en el ámbito de la competencia 

de Gobierno de la CDMX, están a cargo de la persona 

Jefatura de Gobierno, quien las realiza a través de la 

Secretaría de Movilidad de la CDMX y con base en las disposiciones de la Ley de 

Movilidad de la CDMX, que tiene por objetivo establecer las bases y directrices para 

planificar, regular, gestionar y ordenar la movilidad de las personas y del transporte 

de bienes, garantizando que exista el efectivo desplazamiento de las personas en 

condiciones de seguridad, accesibilidad, comodidad, eficiencia, calidad, igualdad y 

sustentabilidad, que satisfaga las necesidades de las personas y el desarrollo de la 

sociedad en su conjunto. 

 
77. Asimismo, se considera de utilidad pública e interés general el establecimiento, 

mejoramiento y uso adecuado de las áreas de tránsito peatonal y vehicular, la 

señalización vial y nomenclatura, así como la utilización de infraestructura de 

movilidad, servicios y demás elementos inherentes o incorporados a la vialidad. 

 
78. También la Jefatura de Gobierno y la Titular de la Secretaría de Movilidad tienen las 

atribuciones de establecer los criterios generales para promover la movilidad en el 

marco del respeto por los derechos humanos, la seguridad, el medio ambiente, la 

educación vial y la calidad del entorno urbano. 

 
79. Lo anterior, tal como lo disponen los siguientes preceptos de la Ley de Movilidad de 

la CDMX. 

 
Artículo 1. Las disposiciones de la presente Ley son de orden público y observancia 

general en la Ciudad de México; y tiene por objeto establecer las bases y directrices 

para planificar, regular, gestionar y ordenar la movilidad de las personas y del 

transporte de bienes.  

 

Las disposiciones establecidas en esta Ley deberán garantizar el poder de elección 

que permita el efectivo desplazamiento de las personas en condiciones de 

seguridad, accesibilidad, comodidad, eficiencia, calidad, igualdad y sustentabilidad, 

que satisfaga las necesidades de las personas y el desarrollo de la sociedad en su 

conjunto.  

 

La Administración Pública, atendiendo a las disposiciones reglamentarias y demás 

ordenamientos que emanen de esta Ley, así como las políticas públicas y 

programas; deben sujetarse a la jerarquía de movilidad y a los principios rectores 

establecidos en este ordenamiento, promoviendo el uso de vehículos no 

contaminantes o de bajas emisiones contaminantes.  

 

Artículo 2. Se considera de utilidad pública e interés general:  

 

I. La prestación de los servicios públicos de transporte en la Ciudad, cuya obligación 

original de proporcionarlos corresponde a la Administración Pública, ya sea en forma 

directa o mediante concesiones o permisos a particulares, en los términos de este 

ordenamiento y demás disposiciones jurídicas y administrativas aplicables;  

 

II. El establecimiento, mejoramiento y uso adecuado de las áreas de tránsito 

peatonal y vehicular, conforme a la jerarquía de movilidad;  

 

III. La señalización vial y nomenclatura;  



AMPARO EN REVISIÓN 681/2022 
 

  
                                    20 

 

IV. La utilización de infraestructura de movilidad, servicios y demás elementos 

inherentes o incorporados a la vialidad; 

(…) 

 

Artículo 10. Corresponde a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, en su 

calidad de titular de la Administración Pública en los términos señalados por el 

artículo 122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la 

Constitución Política de la Ciudad de México y la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo 

y de la Administración Pública de la Ciudad de México, la aplicación de la presente 

Ley a través de:  

 

I. La Secretaría; 

(…) 

 

Artículo 11. Son atribuciones de la persona titular de la Jefatura de Gobierno en 

materia de movilidad, las siguientes:  

 

I. Establecer los criterios generales para promover la movilidad en el marco del 

respeto por los derechos humanos, la seguridad, el medio ambiente, la educación 

vial y la calidad del entorno urbano;  

 

II. Definir los lineamientos fundamentales de la política de movilidad y seguridad vial 

atendiendo a lo señalado en el Programa General del Desarrollo en esa materia;  

 

III. Fomentar en la sociedad, las condiciones generales para la implementación y 

desarrollo sistematizado de la culturada la movilidad;  

 

IV. Establecer canales de comunicación abierta que impulsen a los diversos sectores 

de la población a presentar propuestas que ayuden a mejorar la calidad y eficiencia 

del transporte, la preservación y ampliación de la infraestructura para la movilidad; 

(…) 

 

Artículo 12. La Secretaría tendrá las siguientes atribuciones:  

 

I. Fomentar, impulsar, estimular, ordenar y regular el desarrollo de la movilidad en la 

Ciudad, tomando el derecho a la movilidad como referente y fin último en la 

elaboración de políticas públicas y programas;  

 

II. Proponer a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, la reglamentación en 

materia de transporte público, privado, mercantil y particular, uso de la vialidad y 

tránsito, así como la política integral de estacionamientos públicos en la Ciudad, 

desconformidad a la presente Ley y demás disposiciones jurídicas y administrativas 

aplicables;  

 

III. Proponer a la persona titular de la Jefatura de Gobierno, con base en los estudios 

correspondientes, las tarifas de los estacionamientos públicos y del servicio público 

de transporte de pasajeros;  

 

IV. Establecer los lineamientos, mecanismos y parámetros para la conformación y 

desarrollo del Sistema Integrado de Transporte Público, impulsando el transporte de 

cero o bajas emisiones contaminantes;  

 

V. Establecer, en el ámbito de sus atribuciones, las políticas, normas y lineamientos 

para promover y fomentar la utilización adecuada de la vialidad, su infraestructura, 

equipamiento auxiliar, servicios y elementos inherentes o incorporados a ella; 

(…) 

 

80. Asimismo, en el contenido del Proyecto del Plan General de Desarrollo de la Ciudad 
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de México 2020–2040,16 se aprecia que está patente el 

problema de la infraestructura y la movilidad y que es 

un factor que se busca mejorar, como se aprecia de la 

siguiente transcripción. 

 
Estas ineficiencias también ocurren en la movilidad individual, 

donde déficits crónicos de mantenimiento, sumados a la carencia 

de un sistema integrado de gestión vial (por ejemplo, la Ciudad cuenta con tres 

sistemas independientes de semáforos) y la debilidad de la unidad operativa de 

control de tránsito, lleva a bajos niveles de servicios de la red vial, y con ello a alto 

grado de congestión vehicular.  

 

81. Atendiendo a lo anterior, las acciones relacionadas con la preservación, 

mantenimiento y mejoramiento de todos los aspectos que involucran la 

infraestructura de la CDMX, se financian con gasto público. Al respecto, atendiendo 

a lo que la entonces Segunda Sala ha sostenido, dicho concepto tiene un sentido 

social y un alcance de interés colectivo; Asimismo, ha definido al gasto público como 

el importe de lo recaudado cuyo destino es la satisfacción de las necesidades 

colectivas o sociales, o los servicios públicos. 

 

82. También sostuvo que el concepto material del gasto público estriba en el destino de 

un impuesto para la realización de una función pública específica o general, al través 

de la erogación que realice el Estado, tal como se aprecia de la tesis asilada 2a. 

IX/2005, 17 de contenido: 

 
GASTO PÚBLICO.  Del artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, que establece la obligación de los mexicanos de 

"contribuir para los gastos públicos, así de la Federación, como del Distrito Federal 

o del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que 

dispongan las leyes", en relación con los artículos 25 y 28 de la propia Constitución, 

así como de las opiniones doctrinarias, se infiere que el concepto de "gasto público", 

tiene un sentido social y un alcance de interés colectivo, por cuanto el importe de las 

contribuciones recaudadas se destina a la satisfacción de las necesidades colectivas 

o sociales, o a los servicios públicos; así, el concepto material de "gasto público" 

estriba en el destino de la recaudación que el Estado debe garantizar en beneficio 

de la colectividad. 

 

83. Las acciones relacionadas con la preservación, mantenimiento y mejoramiento de 

todos los aspectos que involucran la infraestructura de la CDMX, como parte de una 

actividad pública que corresponde al Gobierno, constituye una política pública que 

se financia de gasto público, según se aprecia del Presupuesto de Egresos para la 

Ciudad de México de 2022, fecha en que se creó el ingreso cuestionado.18 

 
Artículo 5. Las erogaciones previstas para las Dependencias y Órganos 

Desconcentrados importan la cantidad de 84,786,955,533 pesos, conforme lo 

siguiente: 

(…) 
Secretaría de Movilidad                                         2,304,039,444 
 
(…) Artículo 7. Las erogaciones previstas para las Alcaldías importan la cantidad de 
43,010,265,581 pesos, conforme a la siguiente distribución:  
(…) 

 
16 Visible en la página 
https://www.ssc.cdmx.gob.mx/storage/app/media/Difusion%20Consulta%20Indigena/Proyecto_Prog_Gral_de_Desarrollo_20
20-2040.pdf 
17 Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo: XXI, Enero de 2005, página 605. 
18 Publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal, del 27 de diciembre de 2021. 



AMPARO EN REVISIÓN 681/2022 
 

  
                                    22 

Las Alcaldías deberán destinar al menos el 22 por ciento de las asignaciones 

contenidas en el presente artículo, para proyectos de inversión en infraestructura, 

equipamiento urbano y servicios públicos en todas las colonias, pueblos, barrios 

originarios y comunidades indígenas de la demarcación territorial, de conformidad 

con lo dispuesto por los artículos 21, Apartado D, fracción III, numeral 2 y Sexto 

Transitorio de la Constitución Política de la Ciudad de México. 

 

84. Todo lo anterior demuestra que la gestión, cuidado y preservación de todos los 

elementos que conforman la infraestructura de la CDMX constituyen funciones 

públicas que corresponde al gobierno de la CDMX y, como función pública, se 

financia de gasto público. 

 

85. Sin embargo, del contenido e interpretación del artículo 307 TER del CFCDMX no 

se advierte que la prestación patrimonial ahí señalada se vaya a destinar al gasto 

público en general, por el contrario, dicho ingreso se destinará a un fin especifico, 

esto es, “al mantenimiento de la infraestructura de la CDMX”, es decir, para que las 

autoridades competentes realicen las acciones necesarias para la gestión, cuidado 

y preservación de todos los elementos que conforman la infraestructura de la 

CDMX, a raíz de su aprovechamiento.  

 
86. Si bien la norma señala que “se podrá destinar de manera preferente al 

mantenimiento de la infraestructura de la CDMX”, lo relevante es que, atendiendo 

al fin por el que fue creado y de su exposición de motivos sí se advierte que su fin 

primordial es destinarlo al mantenimiento de la infraestructura de la CDMX, que es 

el bien de dominio público que aprovechan y explotan las personas destinatarias de 

la norma, pero que, por las particularidades e impactos adversos que también puede 

generar ese aumento en el uso y explotación de la infraestructura y vialidades, 

también se pueden ver afectados otros servicios o funciones públicas del Estado, 

como la relativa a destinar recursos a más elementos de seguridad que cuiden y 

desahoguen las vialidades, a funciones públicas de salud, ya que, derivado del 

aumento vial de las personas en automóviles, motocicletas o trasportes no 

motorizados que transitan en las vialidades con el fin de entregar físicamente los 

productos comercializados electrónicamente, bajo el esquema de negocios 

mencionado en la norma, existe una mayor probabilidad de accidentes. Actividades 

públicas que, si bien no son propiamente un aprovechamiento de la infraestructura 

de la CDMX, sí tienen impacto por el desarrollo de la actividad que grava el 

aprovechamiento; de ahí que se justifique el uso de la frase “se podrá destinar de 

manera preferente” por parte del legislador.   

 

87. De este modo, si el numeral reclamado establece la obligación de las personas 

físicas o morales que realicen actividades de intermediación, promoción o de 

facilitación digital a través de la operación y/o administración de aplicaciones y/o 

plataformas informáticas de control, programación y/o geolocalización en 

dispositivos fijos o móviles, para la interconexión que permita a los usuarios 

contactar con terceros oferentes de bienes, para la entrega o recepción de 

paquetes, alimentos, víveres o cualquier tipo de mercancía en territorio de la CDMX 

de pagar una cantidad determinada (2%, antes de impuestos, sobre el total de las 

comisiones o tarifas que, bajo cualquier denominación, cobren por cada 

intermediación y/o promoción y/o facilitación), esta SCJN determina que dicha 

prestación tiene la naturaleza de un aprovechamiento, esto es, una medida 

destinada al mantenimiento y mejoramiento de la infraestructura de la CDMX, así 

como a compensar los posibles efectos negativos que sufra por su aprovechamiento 

y explotación que realizan esas personas en específico que, como se explicó, 

utilizan las vialidades como parte o insumo de su esquema de negocios, sin el cual 
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no podría concretarse (ya que no existiría entrega 

material del bien) esto es, de manera 

exponencialmente mayor a un transeúnte que solo 

utiliza las vías para llegar a sus actividades cotidianas.  

 

88. En tal virtud, si dichas prestaciones patrimoniales 

no tienen como destino final cubrir los gastos públicos, 

en un sentido genérico, como ocurre con las contribuciones, sino un fin específico 

mantener y mejorar la infraestructura de la Ciudad de México; en consecuencia, la 

prestación patrimonial que se exige en el artículo 307 TER del CFCDMX reclamado 

tiene la naturaleza de un aprovechamiento, como medida compensatoria y 

resarcitoria, y no la de una contribución, ya sea impuesto o derecho. 

 
89. En otras palabras, el ingreso establecido en la norma cuestionada lo recibe el 

Gobierno de la CDMX por el uso, aprovechamiento y explotación de bienes del 

dominio público, como son la infraestructura de la CDMX, cuyo ejercicio, en 

principio, constituye una función de derecho público que realiza dicha Entidad 

Federativa, como es el mantenimiento y mejoramiento de tal infraestructura a favor 

de la sociedad, cuyo pago está destinado a un fin específico, coadyuvar con ese 

mejoramiento y mitigar los daños que se puedan causar a las vialidades y demás 

elementos que conforman la infraestructura de la ciudad.  

 
90. En ese contexto, no fue correcto que el juzgador de amparo determinara que la 

contribución contenida en el artículo 307 TER de la CFCDMX se trate de un derecho 

y, por ende, se encuentre sujeto a los principios de justicia fiscal, sino bien, como 

ya se dijo, es un aprovechamiento que busca resarcir el desgaste ocasionado por 

ciertos modelos de negocio a la infraestructura de la CDMX. 

 
91. En ese sentido, derivado de que resultó fundado el agravio hecho valer por la 

autoridad recurrente y que ya fue precisado que el ingreso público en estudio tiene 

la naturaleza de un aprovechamiento y no de un derecho, lo procedente es revocar 

la sentencia recurrida y considerar que los conceptos de violación que se analizaron 

en la sentencia primaria deben determinarse como infundados. 

 
92. Ahora, al haber resultado fundados los agravios hechos valer por la parte recurrente, 

por cuestión de técnica, esta SCJN debe abordar el estudio de los conceptos de 

violación formulados por la empresa quejosa que no fueron analizados por el juez 

del conocimiento.  

 
93. En su demanda de amparo, la parte quejosa hizo valer en síntesis lo siguiente: 

 

• En el primer concepto de violación, manifestó que el precepto normativo 

reclamado, violaba los derechos fundamentales de legalidad y seguridad 

jurídica, en relación a los artículos 1-A BIS, 10-B y 41 de la Ley del IVA, así 

como del acuerdo entre la SHCP y al Departamento del Distrito Federal para 

su coordinación en impuestos federales y su anexo correspondiente, en 

relación con el apartado 1o y 124 de la CPEUM, ya que señaló que a pesar 

de que hay una disposición expresa que prohíbe a los Estados gravar los 

servicios que se encuentran en la LIVA, la contribución analizada grava la 

misma fuente de riqueza, provocando con ello una doble tributación. 

 

• En el tercero adujo que el artículo impugnado violaba el derecho de 
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legalidad tributaria, en relación con los derechos de legalidad y seguridad 

jurídica, porque a su decir, en el artículo impugnado no se encuentra la 

definición de facilitación o promoción digital y por lo tanto queda sujeto a 

interpretaciones y abusos de la autoridad. 

 

• En el quinto señaló que el precepto reclamado violaba el derecho 

fundamental de equidad tributaria, contenido en el artículo 31, fracción IV, 

de la CPEUM, toda vez que no se grava en una misma proporción a los 

sujetos de dicho derecho respecto de los sujetos que realicen la oferta de 

bienes a través de medios distintos a las plataformas digitales. 

 

• En el sexto señaló una violación a sus derechos fundamentales de legalidad 

tributaria, en relación con los derechos de legalidad y seguridad jurídica, toda 

vez manifestó que no se tiene certeza de cómo se debe determinar el 

derecho en relación con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 

reclamado, respecto de las comisiones o tarifas que bajo cualquier 

denominación cobren por cada intermediación y/o promoción y/o facilitación, 

siendo que para que una contribución cumpla con el derecho fundamental 

de legalidad tributaria, es necesario que en la ley se establezca con toda 

certeza y precisión los elementos que la integran tales como: hipótesis de 

causación, sujeto, objeto, base y tasa o tarifa, de tal manera que no quede 

margen para una actuación arbitraria por parte de la autoridad. 

 

• En el séptimo concepto de violación, manifestó que el artículo reclamado 

viola las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en los 

artículos 14 y 16 de la CPEUM, en relación con el artículo 31, fracción IV, de 

la misma respecto al principio de vinculación al gasto público, ya que, a su 

decir, del precepto normativo reclamado no se advierte que lo recaudado 

será destinado de manera preferente al mantenimiento de la infraestructura 

de la CDMX.  

 

• En el concepto de violación octavo, señaló una violación del artículo 

reclamado, a los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, 

en relación a los artículos 1-A bis, 18-B y 41 de la Ley del IVA, así como del 

acuerdo entre la SHCP y al departamento del Distrito Federal para su 

coordinación en impuestos federales, así como su anexo correspondiente, 

en relación con el apartado 1o y 124 de la CPEUM, ya que manifiesta que a 

pesar de que hay una disposición expresa que prohíbe a los Estados gravar 

los servicios que se encuentran en la Ley del IVA, se encuentran gravando 

la misma fuente de riqueza, provocando con ello una doble tributación.  

 

• En el noveno hizo valer la violación del artículo reclamado a los derechos 

fundamentales legalidad tributaria, en relación con los derechos de legalidad 

y seguridad jurídica, porque a su decir no se tiene certeza de cuál es el uso, 

aprovechamiento o explotación de bienes del dominio respecto de la cual se 

está generando el impuesto en favor de la CDMX y señaló que las 

plataformas digitales de intermediación no utilizan la infraestructura de la 

CDMX, como se aduce en la exposición de motivos, además de que ni 

siquiera requieren del uso de infraestructura de la CDMX, puesto que su 

intermediación se realiza por Internet, por lo cual la norma inclusive carece 

de sentido frente a los sujetos del tributo. 

 

• En el décimo, señaló una violación del artículo reclamado a los derechos 
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fundamentales de legalidad tributaria, en relación con 

los derechos de legalidad y seguridad jurídica, ya que 

el artículo 307 TER del CFCDMX, establece los 

elementos de la contribución, pero al delimitar el objeto 

del tributo no establece de forma clara la definición de 

facilitación o promoción digital, quedando sujeto a 

interpretaciones y abusos de la autoridad. 

 

• En el décimo primero señaló una violación del artículo reclamado al 

derecho fundamental de proporcionalidad tributaria, contenido en el artículo 

31, fracción IV de la CPEUM, toda vez que a su decir, no tomó en 

consideración el grado del aprovechamiento, su mayor o menor 

disponibilidad, su reparación o reconstrucción si se produce deterioro y 

manifestó que para que un impuesto cumpla con la garantía de 

proporcionalidad tributaria, éste debe reflejar de manera esencial la 

capacidad contributiva del sujeto. 

 

• En el décimo segundo, manifestó una violación al derecho fundamental de 

equidad tributaria, contenido en el artículo 31, fracción IV de la CPEUM, pues 

manifiesta que existen diversos sujetos que se encuentran dentro del hecho 

imponible al utilizar la infraestructura de la CDMX para la entrega de bienes 

pero que no se encuentran gravados simplemente por no ofrecer los bienes 

a través de una plataforma digital, no obstante, los comercios que utilicen el 

mercado digital para ofertar sus productos a diversos usuarios y administren 

tanto su oferta como entrega no se verán impactados por el 

aprovechamiento contenido en el artículo 307 TER del CFCDMX, a pesar de 

que también se encontrarían utilizando la supuesta infraestructura de la 

CDMX por la que se grava a las plataformas de intermediación digital, lo cual 

deja a las plataformas de intermediación digital en un claro estado de 

inequidad tributaria ante una misma situación jurídica. 

 

• En el décimo tercero adujo una violación a los derechos fundamentales 

legalidad tributaria, en relación con los derechos de legalidad y seguridad 

jurídica porque no se tiene certeza de cómo se debe determinar el impuesto 

en relación con lo establecido en el segundo párrafo del artículo respecto de 

las comisiones o tarifas que bajo cualquier denominación cobren por cada 

intermediación y/o promoción y/o facilitación y es necesario que en la ley se 

establezca con toda certeza y precisión los elementos que la integran, tales 

como: hipótesis de causación, sujeto, objeto, base y tasa o tarifa, de tal 

manera que no quede margen para una actuación arbitraria por parte de la 

autoridad. 

 

• En el décimo cuarto se dolió de una violación al derecho fundamental de 

proporcionalidad tributaria, contenido en el artículo 31, fracción IV de la 

CPEUM, porque la base que consideró el legislador no se encuentra 

relacionada con lo que se pretende gravar, lo cual a su decir evidencia una 

falta de capacidad contributiva por parte de los sujetos gravados. Señaló 

además que la actividad que los sujetos de dicho impuesto realizan es la 

interconexión que permita a los usuarios contactar con terceros oferentes de 

bienes, para la entrega o recepción de paquetes alimentos, víveres o 

cualquier tipo de mercancía en el territorio de la CDMX, por lo cual, los 
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sujetos señalados como causantes del tributo no utilizan la infraestructura 

de movilidad de la CDMX. 

 

• En el décimo quinto, manifestó violación a las garantías de legalidad y 

seguridad jurídica establecidas en los artículos 14 y 16 de la CPEUM, en 

relación con el artículo 31, fracción IV, respecto al principio de vinculación al 

gasto público, ya que, a su decir, no se advierte que lo recaudado será 

destinado de manera preferente al mantenimiento de la infraestructura de la 

CDMX. 

 

• En el décimo sexto señaló que el precepto normativo reclamado desconoce 

y frustra el pleno ejercicio de los derechos de igualdad y no discriminación; 

derecho al trabajo, al ejercicio de la libre industria y comercio; a la libertad 

de movilidad urbana; el derecho a la información, al desarrollo digital y a la 

eliminación de la brecha digital; previa audiencia, debido proceso, seguridad 

jurídica y tutela judicial efectiva; a la libre competencia y prohibición a 

prácticas monopólicas del Estado. 

 

• En el décimo séptimo manifestó que el artículo reclamado viola el principio 

de igualdad ante la ley, toda vez que señala que únicamente se le imponen 

nuevas obligaciones y cargas fiscales a las personas físicas o morales que 

fungen como intermediarios para la entrega de mercancía y que operan a 

través de plataformas digitales en dispositivos fijos o móviles, por lo que se 

debe tomar en cuenta si la quejosa –intermediaria que presta servicios de 

transporte privado– se encuentra en condiciones de igualdad respecto a las 

demás personas físicas y morales que utilizan la infraestructura de la CDMX 

para llevar a cabo sus labores y actividades diarias, o bien, en caso de tener 

diferencias y, por ende, un trato diferenciado. 

 

• En el décimo octavo, manifestó que existe una violación a los artículos 1o, 

5o y 9o de la CPEUM, derecho al trabajo, a la libertad de elección de 

industria o comercio, a la percepción de sus frutos y a la libertad de 

asociación, ya que a su decir, las autoridades responsables pretenden 

imponer una carga injustificada a la libertad individual del modelo de 

negocios que eligió e interrumpir el ejercicio de su derecho de asociación, 

ya que por el simple hecho de llevar a cabo una actividad profesional lícita a 

través de la operación y/o administración de aplicaciones y/o plataformas 

informáticas de control, programación y/o geolocalización en dispositivos 

fijos o móviles, de manera discriminada pretenden gravar el ejercicio de la 

industria o comercio elegido por la quejosa, por el simple hecho de utilizar 

plataformas digitales y, aunado a ello, despojarla del 2% de cualquier 

comisión o tarifa que cobren por la intermediación de su servicio. 

 

• En el décimo noveno señaló que el artículo 307 ter del CFCDMX viola el 

artículo 6o de la CPEUM, en relación con el derecho a la información y a la 

sociedad de la información. Manifiesta además que la imposición que 

pretenden llevar a cabo las autoridades responsables, de una contribución 

fiscal, disfrazada de “aprovechamiento”, no solo resulta violatorio de los 

derechos fundamentales de la quejosa al desarrollo tecnológico, a la 

información y a la disminución de la brecha digital, sino repercute a su vez, 

en los derechos de los agentes involucrados en el negocio. 

 

• En el vigésimo señaló que el artículo impugnado limita su derecho a la 
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movilidad urbana, así como el derecho a la ciudad y al 

uso equitativo y en igualdad de condiciones de la 

infraestructura de la CDMX, en violación a los derechos 

fundamentales previstos en el artículo 4º y 11 de la 

CPEUM, así como a la carta mundial de los derechos a 

la ciudad.  

 

• En el vigésimo primero, manifestó que el acto reclamado viola su derecho 

a la libre competencia previsto en el artículo 28 de la CPEUM, ya que viola 

en su perjuicio los derechos a libre concurrencia, al desarrollo de la 

economía digital y a la libre competencia; toda vez que inhiben su derecho 

a participar en el desarrollo económico nacional; a vivir en un régimen de 

vida fundado en el constante mejoramiento económico; genera 

intervenciones que influyen en el precio del mercado de intermediación 

digital y con ello , la generación de prácticas monopólicas no autorizadas 

para las autoridades. 

 

• En el vigésimo segundo, manifestó que el artículo reclamado viola sus 

derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, porque a su decir 

no se tiene certeza de cuál es el bien del dominio público de la CDMX, 

respecto del cual se genera el uso y/o aprovechamiento que tiene como 

consecuencia el pago del aprovechamiento, puesto que no basta con 

precisar que se explota la infraestructura de la CDMX, ya que dicho término 

es muy amplio.  

 

• En el vigésimo tercero alegó una violación a a sus derechos fundamentales 

de legalidad y seguridad jurídica, en relación con los artículos 73, fracción 

XVII y 124, en relación con el artículo 28 de la CPEUM en virtud de que las 

disposiciones reclamadas establecen un aprovechamiento sobre una 

materia reservada a la Federación, llevada a cabo en territorio de la CDMX, 

siendo que la facultad para establecer leyes en materia de tecnologías de la 

información y la comunicación, radiodifusión, telecomunicaciones, incluidas 

la banda ancha e Internet le corresponde a la Federación, por lo que las 

mismas invaden la esfera competencial de esta última. En ese sentido, 

señaló que el Instituto Federal de Telecomunicaciones tiene reservada la 

facultad desde 2013, para regular la infraestructura de radiodifusión y 

telecomunicaciones, incluida la banda ancha e Internet, por lo que ningún 

Estado ni la CDMX, está en posibilidad de gravar dichas actividades. 

 

• En el vigésimo cuarto manifestó que la porción normativa reclamada, 

violaba en su perjuicio el derecho fundamental de igualdad, contenido en el 

artículo 1o de la CPEUM, toda vez que no se grava en una misma proporción 

a los sujetos de dicho aprovechamiento respecto de sujetos que realizan de 

igual manera ofertan bienes pero a través de medios distintos a las 

plataformas digitales. 

 

• En el vigésimo quinto alegó violación del derecho fundamental a la libre 

competencia y concurrencia, previsto en el artículo 28 de la CPEUM, porque 

señala que impone barreras para que las plataformas de intermediación 

digital, en específico las que realizan la para la interconexión que permita a 

los usuarios contactar con terceros oferentes de bienes, para la entrega o 
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recepción de paquetes alimentos, víveres o cualquier tipo de mercancía en 

territorio de la CDMX, además de que limita el derecho de los consumidores 

a acceder a la más amplia oferta de productos y servicios en un mercado 

digital, que impiden la competencia y libre concurrencia en el sector en que 

participa. 

 

• En el vigésimo sexto alegó una violación a sus derechos fundamentales de 

legalidad y seguridad jurídica, en relación a los artículos 73, fracción XVII y 

124, en relación con el artículo 28 de la CPEUM, en virtud de que las 

disposiciones reclamadas establecen un derecho sobre una materia 

reservada a la Federación, llevada a cabo en la CDMX, siendo que la 

facultad para establecer leyes en materia de tecnologías de la información y 

la comunicación, radiodifusión, telecomunicaciones, incluidas la banda 

ancha e Internet le corresponde a la Federación. 

 

• En el vigésimo séptimo, alegó una violación del artículo 307 ter del 

CFCDMX a las garantías de legalidad y seguridad jurídicas, establecidas en 

los artículos 14 y 16 de la CPEUM, en relación con los artículos 1o y 133 del 

mismo ordenamiento, así como en relación con el principio internacional de 

derecho “pacta sunt servanda”, lo dispuesto por la Convención de la 

Organización de Cooperación y desarrollo económico y con lo dispuesto por 

el artículo 26 y 27 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los 

Tratados, de los cuales el estado mexicano forma parte, porque alega que 

el legislador de la CDMX incumplió con una obligación de derecho 

internacional al pasar por alto que el 4 de noviembre de 2021, México aceptó 

la Declaración sobre el Segundo Pilar para abordar los desafíos que surgen 

de la economía digital, en el cual se acordó la celebración de una 

Convención Multilateral sobre la implementación de impuestos ni medidas 

similares a los servicios digitales. Señaló que, en dicha Declaración, el 

Estado Mexicano se comprometió a remover todos los impuestos a servicios 

digitales y otras medidas similares y a comprometerse a no implementar 

medidas de esa índole en el futuro. 

 

94. Una vez precisado lo anterior, por lo que hace a los conceptos de violación primero 

y octavo, en los que señala que el artículo reclamado viola los derechos 

fundamentales de legalidad y seguridad jurídica, porque existe disposición expresa 

que prohíbe a los Estados gravar los servicios que se encuentran en la Ley del IVA, 

lo que implica que se esté gravando la misma fuente de riqueza, provocando con 

ello una doble tributación, esta SCJN considera que son infundados. 

 

95. Debemos partir de la base de que, el artículo 307 TER del CFCDMX contiene un 

aprovechamiento, como ya se analizó. Los aprovechamientos, son ingresos o 

tributos residuales que no pueden ser clasificados como impuestos o como 

derechos, sino bien, pertenecen a una categoría especial. 

 

96. Como se ha dicho a lo largo de la presente resolución, el aprovechamiento que se 

analiza busca resarcir el uso y desgaste de los elementos de la infraestructura de la 

ciudad que se utiliza por parte de las plataformas de inmediación que obtienen una 

ganancia por su uso, directa o indirectamente. 

 

97. En tal aspecto, no se desconoce que existe una prohibición para los Estados y para 

la CDMX de gravar las mismas conductas, sin embargo, en el presente caso, al 

tratarse de un aprovechamiento, no se encuentra un gravamen asimilado a una 
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contribución (impuesto) o un derecho, sino, se trata de 

una cantidad que busca resarcir un desgaste a la 

infraestructura ciudadana. 

 

98. Por ende, contrario a lo que señala la parte 

quejosa, no existe un doble tributo sobre la misma 

hipótesis legal de causación, por lo que en este 

aspecto, su argumento resulta infundado. 

 

99. Por lo que hace a los conceptos de violación tercero, quinto, sexto, noveno, 

décimo, décimo primero, décimo segundo, décimo tercero y décimo cuarto los 

mismos resultan inoperantes. 

 

100. En tales argumentos el quejoso aduce que el artículo 307 TER del CFCDMX viola 

los principios de legalidad tributaria, de equidad tributaria y proporcionalidad 

tributarias.  

 

101. Sin embargo, debe señalarse que, de conformidad con el artículo 2º del CFF, las 

contribuciones se clasifican en impuestos, aportaciones de seguridad social, 

contribuciones de mejoras y derechos; sin embargo, cuando a un tributo no puede 

considerarse como contribución, no le son aplicables los principios de 

proporcionalidad, legalidad y equidad tributarias, es decir, no le aplican los principios 

de justicia fiscal.19 

 

102. En ese aspecto, los aprovechamientos no se rigen por los principios de justicia fiscal 

y como ya se dijo, el artículo 307 TER del CFCDX que se reclama, constituye uno. 

 

103. En ese sentido, la empresa quejosa parte de la premisa falsa de que el ingreso 

público en análisis se trata de un derecho y de que le aplican los principios de 

legalidad, equidad y proporcionalidad tributarias. En ese sentido, al partir de una 

premisa incorrecta, sus argumentos devienen inoperantes, como ya se dijo. 

 

104.  Sirve de apoyo a lo anterior, la jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.),20 de rubro 

AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN 

PREMISAS FALSAS. 

 

105. En el concepto de violación séptimo y décimo quinto, la quejosa argumenta que 

no se advierte que lo recaudado será destinado de manera preferente al 

mantenimiento de la infraestructura de la CDMX, argumentos que resultan 

infundados conforme con las consideraciones de esta SCJN. 

 

106. Contrariamente a lo que aduce la parte quejosa, de la redacción del precepto tildado 

de inconstitucional sí se advierte que su fin primordial es destinarlo al 

mantenimiento de la infraestructura de la CDMX. 

 

107. Lo anterior, pues se reitera que lo que motivó al legislador para crear este ingreso 

 
19 Registro digital: 2018852, Décima Época, tesis 1a. CLXVIII/2018 (10a.), Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 

Libro 61, Diciembre de 2018, Tomo I, página 421, de rubro TELECOMUNICACIONES Y RADIODIFUSIÓN. AL ARTÍCULO 

138, FRACCIONES V Y VI, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO LE SON APLICABLES LOS PRINCIPIOS TRIBUTARIOS 

DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD. 

 
20 Consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Décima Época. Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 3, 

página 1326. Registro digital 2001825. 
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fue el uso, aprovechamiento y explotación a la infraestructura de la CDMX, derivado 

del crecimiento que obtuvo el modelo de negocio electrónico desde la pandemia por 

el virus COVID-19 y en particular, por parte de las personas físicas o morales que 

operan, utilizan y/o administran aplicaciones y plataformas informáticas para el 

control, programación y/o geolocalización en dispositivos fijos o móviles, para la 

venta y entrega física de alimentos, paquetería, víveres o cualquier tipo de 

mercancía dentro de la CDMX.  

 

108. Por lo anterior, el legislador justificó la adición del artículo 307 TER al CFCDMX y 

de ese modo resarcir el desgaste que la infraestructura de la CDMX ha sufrido 

derivado de este modelo de negocio y por ende, se cubra dicha prestación por el 

uso, explotación y aprovechamiento de la infraestructura de la ciudad por parte de 

las personas físicas o morales que operan, utilizan y/o administran aplicaciones y 

plataformas informáticas para el control, programación y/o geolocalización en 

dispositivos fijos o móviles, para la venta y entrega de alimentos, paquetería, víveres 

o cualquier tipo de mercancía dentro de la CDMX. 

 

109. Además de que el hecho de que no exista prueba de que el destino de lo recaudado 

por el aprovechamiento en análisis sea específicamente destinado al gasto público 

no es un defecto de inconstitucionalidad que pueda atribuirse a la norma, sino bien, 

el principio fiscal de “finalidad de gasto público” de los tributos, conlleva que la 

asignación de lo recaudado debe ser para solventar esa finalidad. Lo que en todo 

caso, sería atribuible a los poderes encargados de esa asignación y no a la norma 

por sí misma. 

 

110. En el concepto de violación décimo séptimo y vigésimo cuarto, manifestó que el 

artículo viola el principio de igualdad ante la ley y no discriminación, porque 

únicamente se le imponen nuevas obligaciones y cargas fiscales a las personas 

físicas o morales que fungen como intermediarios a través de aplicaciones para la 

entrega de mercancía y que operan a través de plataformas digitales y no se grava 

en una misma proporción a los sujetos de dicho aprovechamiento respecto de 

sujetos que de igual manera ofertan bienes pero a través de medios distintos a las 

plataformas digitales. Dichos argumentos son infundados por las siguientes 

consideraciones. 

 

111. Se advierte que el precepto reclamado en realidad no hace una distinción de trato 

a partir de la realización de ciertas actividades, puesto que establece unas 

actividades que sí son objeto de la norma y que dan origen a la obligación que 

establece y otras que no lo son: 

 

• Actividades que sí son objeto: la intermediación, promoción o facilitación 

digital a través de la operación y/o administración de aplicaciones y/o 

plataformas informáticas de control, programación y/o geolocalización en 

dispositivos fijos o móviles, para la interconexión que permita a los usuarios 

contactar con terceros oferentes de bienes, para la entrega o recepción de 

paquetes, alimentos, víveres o cualquier tipo de mercancía en territorio de la 

Ciudad de México. 

 

• Actividades que no son objeto: i) La sola entrega de los productos, paquetería 

y/o mensajería, incluyendo la repartición efectuada por terceros, ii) la 

administración directa de oferta y entrega de bienes. 
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112. Sin embargo, de conformidad con lo expuesto en 

la jurisprudencia 2a./J. 31/2007,21 que el término 

comparativo propuesto por la quejosa no es idóneo, ya 

que en realidad no se trata de sujetos que realicen 

actividades comparables, sino que son sujetos que 

realizan actividades distintas. 

 

113. Lo anterior, porque una es la actividad que realizan los sujetos que enajenan sus 

propios bienes y que administran directamente la oferta y entrega de bienes 

mediante plataformas o aplicaciones a sus clientes directos y que, por tanto, 

constituyen un medio de comunicación para vender y entregar su mercancía como 

alternativa a la compraventa presencial y otra distinta es la actividad que realizan 

los sujetos a quienes está dirigida la norma quienes son intermediarios, facilitadores 

o promotores digitales, esto es, ponen en contacto, posibilitan o impulsan el enlace 

entre oferentes de paquetes, alimentos, víveres o mercancías (mediante la 

operación y/o administración de plataformas informáticas de control, programación 

y/o geolocalización que se pueden utilizar en dispositivos fijos o móviles) y los 

usuarios de dichas plataformas y/ o aplicaciones.  

 

114. Asimismo, son intermediarios, facilitadores o promotores digitales que contactan a 

los repartidores que hacen las entregas de tales paquetes, alimentos, víveres o 

mercancías con los usuarios de las plataformas y, por tales actividades, perciben 

comisiones o tarifas, o cuotas bajo cualquier denominación. 

 

115. En ese sentido, la persona física o moral destinataria de la norma presta un servicio 

de intermediación, facilitación o promoción digital para que otros enajenen y 

entreguen bienes a los usuarios de la plataforma y/o aplicación. 

 

116. Además de que, en el caso de las empresas que realizan el servicio de 

intermediación, el desgaste que ocurre a través de los servicios proporcionados es 

por parte de terceros, pero ellos mismos facilitan esos servicios. Es decir, obtiene 

un lucro por el uso de la infraestructura de la ciudad sin que resarza ese desgaste 

y utilizando a terceros (intermediación), lo que no ocurre con otros sujetos que 

realizan un servicio similar como paqueterías, restaurantes que reparten, etcétera, 

pues en la mayoría de los casos, cuentan con sus propios medios de entrega, lo 

que no ocurre con la quejosa. 

 

117. Por lo anterior, es evidente que el artículo impugnado no viola el principio de 

igualdad ante la ley y no discriminación, pues no se advierte que la norma dé un 

trato diferenciado a sujetos que realicen las mismas actividades, pues la quejosa 

alude a sujetos que realizan actividades distintas y por tal motivo, no existe la 

distinción que alega. 

 

118. En los conceptos de violación décimo sexto, décimo octavo, décimo noveno, 

vigésimo, vigésimo primero y vigésimo quinto, la quejosa hace valer argumentos 

en donde señala que el artículo reclamado viola en su perjuicio sus derechos 

fundamentales al trabajo, al ejercicio de la libertad de industria y libertad de 

comercio, a la libertad de movilidad urbana, el derecho a la información, al desarrollo 

digital y a la eliminación de la brecha digital, derecho de asociación, a la libre 

 
21 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época. Tomo XXV, Marzo de 2007, página 334. Registro digital 

173029. 
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competencia y concurrencia, así como su derecho a la ciudad. 

 

119. Dichos argumentos son infundados. En efecto, el aprovechamiento establecido en 

el artículo reclamado, de modo alguno incide en ninguno de los derechos 

fundamentales que menciona, ya que precisamente con dicho ingreso, el gobierno 

de la CDMX busca garantizar la suficiencia presupuestal del Estado para el 

desarrollo de infraestructura de la ciudad. 

 

120. El precepto reclamado de manera alguna priva a la quejosa de ejercer con libertad 

el trabajo, la industria o el comercio que pretende, pero lo cierto es que, si a través 

del ejercicio de esa libertad, la infraestructura ciudadana sufre un detrimento, el 

Estado debe ser correctamente resarcido, como en efecto ocurre. En todo caso, el 

resarcimiento se da para que todas las personas puedan disfrutar de esa 

infraestructura tal como lo hace la empresa quejosa. Y, en caso de que alguna de 

ellas, obtenga un lucro sin resarcir ese daño, debe ser objeto del gravamen. 

 

121. Además, el aprovechamiento contenido en el artículo reclamado, de ningún modo 

impide el acceso ni el uso de bienes o servicios relacionados con el desarrollo digital, 

la movilidad urbana o la actividad económica, tan es así que la quejosa continúa 

realizando las actividades económicas de su objeto social y utilizando libremente la 

infraestructura de la CDMX para la consecución de sus fines, pues no se está 

gravando alguna hipótesis en ese sentido, sino bien, se busca que el desgaste 

ocasionado a la infraestructura de la ciudad, sea resarcido por quien la aprovecha 

para obtener un lucro, en aras de que pueda continuar aprovechándola, así como 

los demás ciudadanos.  

 

122. Tampoco se considera que se viole el derecho a la ciudad tal como lo expresa la 

parte quejosa. 

 

123. El derecho a la ciudad se trata de un concepto aun en construcción. Éste se 

conceptualiza en la Carta Mundial por el Derecho a la Ciudad, como el derecho a la 

tierra urbana, a la vivienda, al saneamiento ambiental, a la infraestructura urbana, 

al transporte y a los servicios públicos, al trabajo y el esparcimiento para las 

generaciones presentes y futuras, y la gestión democrática por medio de la 

participación de la población y de asociaciones representativas de los varios 

segmentos de la comunidad en la formulación, ejecución y acompañamiento de 

planes, programas y proyectos de desarrollo urbano. 22 

 

124. Ahora, la ciudad debe considerarse como un patrimonio común de sus habitantes 

para el que todos contribuyen en su formación y, por lo tanto, todos tienen derecho 

a su disfrute en la misma medida. 

 

125. Además, todos tienen derecho a su uso y disfrute en una medida equitativa, pues 

es a través de las contribuciones de sus ciudadanos que ésta se construye. Sin 

embargo, si se parte de la base que el derecho a la ciudad incluye la infraestructura 

urbana, cuando alguno o algunos de los habitantes de la ciudad, sean particulares 

o empresas, se beneficia de la infraestructura que es de uso común, para obtener 

 
22 Artículo XIII. Derecho al transporte público y la movilidad urbana 1. Las ciudades deben garantizar a todas las personas el 
derecho de movilidad y circulación en la ciudad, de acuerdo a un plan de desplazamiento urbano e interurbano y a través de 
un sistema de transportes públicos accesibles, a precio razonable y adecuados a las diferentes necesidades ambientales y 
sociales (de género, edad y discapacidad) 2. Las ciudades deben estimular el uso de vehículos no contaminantes y se 
establecerán áreas reservadas a los peatones de manera permanente o para ciertos momentos del día. 3. Las ciudades deben 
promover la remoción de barreras arquitectónicas, la implantación de los equipamientos necesarios en el sistema de movilidad 
y circulación y la adaptación de todas las edificaciones públicas o de uso público y los locales de trabajo y esparcimiento para 
garantizar la accesibilidad de las personas con discapacidad. 
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un beneficio, y genera un desgaste, por someter la 

infraestructura de la ciudad a un uso mayor del de un 

habitante común, y ese uso le produce prestaciones, es 

correcto que se genere un resarcimiento a manera de 

aprovechamiento que permita y coadyuve con tal 

desgaste, para que los demás residentes puedan hacer 

uso de la misma infraestructura en condiciones de 

igualdad y no que al generarse un uso abusivo de los elementos de la ciudad ese 

desgaste únicamente beneficie a unas cuantas empresas, ya que el derecho a la 

ciudad busca, en primer lugar el disfrute igualitario de ciertos derechos y, en 

segundo lugar, el ejercicio de las libertades sobre esa base de igualdad. 

 

126. En ese aspecto, si los intermediadores de plataformas digitales obtienen un 

beneficio por hacer uso de la infraestructura de movilidad de la ciudad, 

específicamente, calles, avenidas, banquetas, etcétera, para obtener un lucro, es 

correcto que se resarza a la Ciudad de México el desgaste por el uso de su 

infraestructura. 

 

127. Sin que, como lo señala la parte quejosa, deba considerarse que existe un trato 

inequitativo por parte de la norma, pues lo cierto es que la quejosa como 

intermediaria de servicios en plataforma utiliza en mayor medida la infraestructura 

de la ciudad, logrando su desgaste, a diferencia de una persona ciudadana que no 

hace el mismo uso o con la misma frecuencia que la empresa quejosa.  

 

128. El aprovechamiento analizado tiene la finalidad de garantizar el derecho a la ciudad 

en su vertiente de movilidad urbana. El artículo 4º en su párrafo 17, de la CPEUM, 

señala que toda persona tiene derecho a la movilidad en condiciones de seguridad 

vial, accesibilidad, eficacia, sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad. 23 Este 

derecho a la movilidad tiene un subprincipio que es el derecho a la movilidad 

urbana, que a su vez forma parte del derecho a la ciudad.  

 

129. El derecho a la movilidad es un derecho humano, así también lo es el derecho a la 

movilidad urbana. Entonces, la contribución que se analiza pretende cumplir con 

ese derecho al garantizar un derecho a la movilidad en condiciones de igualdad y 

de calidad, pues pretende que quienes se benefician de la infraestructura necesaria 

para la movilidad urbana, resarzan a la ciudad y a la colectividad, el desgaste 

ocasionado para que se pueda seguir disfrutando por todos, esa infraestructura. 

 

130. En consecuencia, no se trata de un aprovechamiento que viole el principio de 

igualdad, sino por el contrario, pretende resarcir un daño que generan las empresas 

que, con su giro de negocios, desgastan la infraestructura de la ciudad, para que 

los demás habitantes de la Ciudad de México puedan seguir disfrutando del derecho 

a la ciudad, en su vertiente de movilidad urbana, en un plano de igualdad respecto 

de tales empresas, pues el aprovechamiento permite a la ciudad regenerar el daño 

causado. 

 
131. Por tanto, su argumento resulta infundado. 

 

 
23 Artículo 4º 
… 
Toda persona tiene derecho a la movilidad en condiciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia, sostenibilidad, calidad, 
inclusión e igualdad. 
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132. Por otra parte, en el concepto de violación vigésimo segundo, la quejosa manifestó 

que no bastaba con precisar que se explota la “infraestructura de la CDMX”, ya que 

dicho término es muy amplio, lo que señala que viola sus derechos fundamentales 

de legalidad y seguridad jurídica, porque a su decir no se tiene certeza de cuál es 

el bien del dominio público de la CDMX, respecto del cual se genera el uso y/o 

aprovechamiento que tiene como consecuencia el pago del aprovechamiento.  

 

133. Dicho planteamiento es infundado ya que en el cuerpo de esta sentencia, se 

precisó que en términos de los artículos 9, fracciones XLIV y XLV, de la Ley de 

Movilidad de la Ciudad de México, y 9, fracción XIII, de la Ley de Desarrollo Urbano 

de la Ciudad de México, la infraestructura se conforma por todo el conjunto 

inmobiliario de dominio público, así como los elementos de infraestructura con que 

cuentan las vialidades, vía pública, el suelo de uso común, las redes subterráneas 

de distribución que permiten el desplazamiento de personas y bienes. 

 

134. Por lo anterior, es claro que contrario a lo alegado por la quejosa, si existe certeza 

de cuales son los bienes de dominio público de la CDMX, respecto de los cuales se 

genera el uso y/o aprovechamiento que tiene como consecuencia el pago del 

aprovechamiento. 

 

135. Al respecto, esta SCJN ha sostenido que, aunque es deseable que en las leyes no 

exista confusión ni ambigüedad, la inconstitucionalidad de una norma no deriva de 

la falta de definición de algún término o concepto, ni de los vicios o imprecisiones 

en su redacción, pues las leyes no pueden ser diccionarios. Sirve de sustento a lo 

anterior la jurisprudencia 1a./J. 83/2004,24 de rubro LEYES. SU 

INCONSTITUCIONALIDAD NO PUEDE DERIVAR EXCLUSIVAMENTE DE LA 

FALTA DE DEFINICIÓN DE LOS VOCABLOS O LOCUCIONES UTILIZADOS POR 

EL LEGISLADOR, así como la Jurisprudencia 1a./J. 1/2006,25 de rubro LEYES. SU 

INCONSTITUCIONALIDAD NO DEPENDE DE "QUE ESTABLEZCAN 

CONCEPTOS INDETERMINADOS. 

 

136. Además, no le asiste razón a la quejosa al considerar que por la omisión de definir 

el concepto de “infraestructura” el artículo reclamado, sea violatorio de las garantías 

de legalidad y seguridad jurídica, dado que sería imposible que el legislador 

definiera vocablos o conceptos cuya implicación es ampliamente conocida. Sirve de 

apoyo a lo anterior, la tesis P. XI/96, 26 de rubro LEGALIDAD TRIBUTARIA. DICHA 

GARANTÍA NO EXIGE QUE EL LEGISLADOR ESTÉ OBLIGADO A DEFINIR 

TODOS LOS TÉRMINOS Y PALABRAS USADAS EN LA LEY. 

 

137. En los conceptos de violación vigésimo tercero y vigésimo sexto la parte quejosa 

aduce la violación a la esfera competencial del Congreso Local, al considerar que 

infringió el artículo 124 y 73, fracción VII, de la CPEUM, en relación con lo dispuesto 

en el numeral 28 del mismo ordenamiento, ya que el legislador de la CDMX 

pretendió regular a las tecnologías de la información y comunicación, radiodifusión, 

telecomunicaciones, incluyendo la banda ancha e Internet, no obstante que esa 

atribución corresponde al Instituto Federal de Comunicaciones. Dichos argumentos 

son infundados, puesto que la norma combatida es de naturaleza fiscal y no de 

telecomunicaciones ni radiodifusión. 

 
24 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, octubre de 2004, página 
170, registro digital 180326. 
25 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIII, febrero de 2006, página 

357, registro digital 175902. 
26 Publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo III, febrero de 1996, página 169, 
registro digital 200214. 
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138. El artículo reclamado no regula medios de 

telecomunicación o radiodifusión, ni la forma en que se 

realizan las actividades de intermediación, promoción y 

facilitación digital por medio de aplicaciones y/o 

plataformas informáticas de control programación y/o 

geolocalización en dispositivos fijos o móviles.  

 

139. La porción normativa reclamada es un ingreso público no tributario, el cual es un 

aprovechamiento, conforme a las consideraciones expuestas por esta SCJN, que 

no regula en sí mismo los medios de comunicación por los que se lleva a cabo, ni 

cómo se desarrolla la actividad de intermediación en sí misma, por lo cual, no le 

asiste la razón a la quejosa cuando afirma que el legislador de la CDMX pretendió 

regular a las tecnologías de la información y comunicación, radiodifusión, 

telecomunicaciones. 

 

140. Por lo que hace al concepto de violación vigésimo séptimo, es infundado. 

 

141. Lo anterior pues debemos partir de la base ya establecida de que no se está 

gravando el uso de las plataformas digitales, sino bien, como ya se dijo, el 

aprovechamiento lo que pretende es que se resarza a la CDMX sobre el uso que se 

hace de la infraestructura ciudadana. 

 

142. Es decir, las empresas que hacen uso de la intermediación digital, obtienen 

ganancias a través de ese medio y mediante el uso de la infraestructura de la CDMX, 

la cual sufre deterioro por ese uso. En cambio, las empresas obtienen ganancias 

por aprovechar dicha infraestructura, y si bien no hacen ese uso de manera directa, 

no debe perderse de vista que es a través de su intermediación que se genera el 

desgaste y también la obtención de ganancias. 

 

143. Esto implica que la CDMX deba ser resarcida para poder continuar ofreciendo una 

infraestructura de calidad para el uso y disfrute de todos los ciudadanos, tanto los 

que obtienen un lucro por su uso (como las empresas de intermediación digital), 

como aquellos que no lo obtienen. 

 

144. En ese sentido, contrariamente a lo que indica la empresa quejosa, no se está 

gravando el medio digital, sino que a través de la actividad que se realiza se hace 

uso de la infraestructura ciudadana y, por lo tanto, el deterioro generado debe 

resarcirse. 

 

145. Consecuentemente, es infundado el argumento en el que la quejosa aduce la 

inconstitucionalidad de la norma impugnada. 

 

146. Así, al haber resultado inoperantes e infundados los conceptos de violación que 

fueron planteados, se debe negar el amparo y protección de la justicia federal 

solicitados. 

 

VI. REVISIÓN ADHESIVA 

 

147. Una vez precisado lo anterior, esta SCJN concluye que son fundados los agravios 

de la autoridad recurrente, ya que fue incorrecta la decisión de la Juez de Distrito 
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de definir que el ingreso previsto en el artículo cuestionado tiene la naturaleza de 

un derecho, pues, como se determinó, el análisis de su naturaleza, elementos y 

fines por el que fue creado no permiten ubicarlo como una contribución, sino como 

un aprovechamiento. 

 

148. En ese sentido, al considerar fundado el argumento de la autoridad recurrente 

respecto de la incorrecta determinación del juzgador respecto de la naturaleza 

jurídica del ingreso público establecido en el precepto reclamado, como un derecho, 

se considera infundada la revisión adhesiva. 

 

149. Lo anterior, porque los argumentos expuestos en el recurso adhesivo se sustentan 

en premisas incorrectas, consistentes en que el ingreso público en análisis es un 

derecho y, como tal, vulnera los principios de legalidad y proporcionalidad tributaria, 

como inadecuadamente determinó el juez de distrito; sin embargo, esta Sala 

resolvió, con base en las consideraciones expuestas con anterioridad, que su 

naturaleza jurídica es la de un aprovechamiento. 

 

VII. DECISIÓN 

 

Por todo lo expuesto y fundado, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación 

resuelve: 

 

PRIMERO. En la materia de la revisión, se revoca la sentencia recurrida. 

 

SEGUNDO. La Justicia de la Unión no ampara ni protege a la quejosa contra los 

actos precisados en esta ejecutoria.  

 

Notifíquese, con testimonio de esta resolución; devuélvanse los autos al tribunal 

colegiado de origen y, en su oportunidad, archívese el expediente como asunto 

concluido. 

 

 


